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Páez y Sergio Romero.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

13ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 14ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

va a dar lectura a la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los

documentos recibidos en la Secretaría.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene

la palabra el Diputado señor Melero.

 

El señor MELERO.- Señor Presidente, ¿nos puede dar

alguna información o ilustrarnos respecto del ingreso del

proyecto sobre el Mercosur? En toda la prensa se consigna

que se tratará hoy.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Melero, entiendo

que llegará en el transcurso de hoy. Por lo tanto, se dará

cuenta de él mañana y, una vez que los Comités sugieran los

nombres para integrar una comisión especial, haré una

proposición a la Sala, la cual deberá aprobarse al inicio

de la sesión, a fin de que esa Comisión pueda constituirse

en la tarde.

Terminada la Cuenta.

 

PERMISO CONSTITUCIONAL

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el

asentimiento de la Sala para otorgar el permiso

constitucional pedido por la Diputada señorita Saa.

Si les parece, se concederá.

Acordado.

 

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Los Comités

parlamentarios han acordado lo siguiente:

1) Cursar invitación a la directora de la Comisión

Nacional del Medio Ambiente para que, aparte del Ministro

señor Arriagada, asista a aquella parte de la sesión de

mañana en que se tratarán los temas ambientales, en

relación con los grandes proyectos de desarrollo

económico.

2) Recibir en la Sala, el miércoles 7 de agosto, a las

13 horas, a la directora ejecutiva de la Unicef, quien

viene a Chile en visita oficial y hará uso de la palabra

sobre la situación de los niños y de la infancia.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

 

CONVENIO ENTRE CHILE Y FRANCIA SOBRE CREACIÓN DE COMISIÓN

DE COOPERACIÓN ECONÓMICA, FINANCIERA E INDUSTRIAL. Primer

trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho,

corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del

proyecto de acuerdo aprobatorio del convenio bilateral

entre Chile y Francia que crea una Comisión de Cooperación

Económica, Financiera e Industrial.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones

Exteriores es el señor Sota.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1644-10, sesión

14ª, en 5 de julio de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores,

sesión 8ª, en 18 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta

Nº 8.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Sota.

 

El señor SOTA.- Señor Presidente, en los últimos años,

los Gobiernos de Chile y de Francia han suscrito diversos

convenios de cooperación bilateral que esta Honorable

Cámara ha tenido la ocasión de aprobar.

Por ejemplo, en 1990 se suscribieron dos convenios. En

uno se acordó la creación de centros culturales en las

ciudades capitales del otro país, destinados a contribuir

al incremento de las expresiones artísticas, educacionales

y comunicacionales de ambos pueblos. En el otro, se

establecieron las bases para el desarrollo de la

coproducción cinematográfica, con miras a facilitar la

realización de obras cinematográficas de calidad artística

y técnica que correspondan a un verdadero intercambio

cultural.

En septiembre de 1991, Chile y Francia firmaron un

tratado de cooperación en materia de turismo.

El 14 de julio de 1992 -día nacional de Francia- se

suscribió un convenio para la promoción y protección

recíproca de inversiones, que tiene por objeto estimular la

transferencia de capital y tecnología en pro del desarrollo

económico.

Por último, se agrega el celebrado el 14 de octubre de

1994. Es de destacar que éste se suscribió a instancias del

Gobierno francés, durante la visita que hizo a Chile el

entonces Ministro de Asuntos Interiores de la República

Francesa y hoy Primer Ministro, señor Alain Juppé. Este

nuevo convenio crea una nueva Comisión de Cooperación

Económica, Financiera e Industrial, la que tendrá por

objeto promover los intercambios entre los dos países.

Cuando el señor Juppé visitó Chile, le pedimos que se

concretara la construcción en Santiago de Chile del centro

cultural chileno-francés, frente a lo cual nos dijo que la

situación económica de su país no era boyante en esos años,

pero que haría todo lo posible por disponer los fondos.

Como Presidente del Grupo Parlamentario Chileno-Francés he

enviado un oficio a través de la Embajada de Francia en

Chile, para que el centro cultural pueda construirse lo

antes posible.

En cuanto al acuerdo que nos preocupa, la Comisión de

Cooperación Económica, Financiera e Industrial que se crea

estará compuesta no sólo por representantes de los

gobiernos, sino también por los empresarios privados. Este

acuerdo ya entró en vigencia al tenor de las notas

intercambiadas entre los gobiernos, pero como bien lo

representara el Diputado señor Ribera en la Comisión de

Relaciones Exteriores, los convenios se firman entre los

Estados y son para regir entre ellos. Los Gobiernos sólo

representan a aquéllos.

Pues bien, la vigencia internacional de este acuerdo

sólo será posible luego de que sea aprobado, como espero

que suceda esta mañana, por el Congreso.

El contenido del nuevo acuerdo chileno-francés es muy

sencillo. Se trata de la creación de una Comisión para

promover el intercambio económico entre los dos países. Sin

embargo, es destacable la cooperación bilateral que lo

anima, que viene a cobrar especial interés luego que

Francia anunciara el fin de los ensayos nucleares en el

Pacífico sur. La Cámara recordará, puesto que todos los

sectores se interesaron en disuadir desde Chile al gobierno

francés en la prosecución de su política nuclear. En fin,

este asunto ya ha pasado y las relaciones entre ambos

Estados han vuelto a su histórico nivel de fraternal

amistad, lo que no puede menos que alegrarnos, sobre todo a

quienes sentimos una sincera simpatía por el pueblo francés

y una gran admiración por lo que ha sido su aporte al

desarrollo cultural, científico, político y social del

hombre. Para mí es especialmente grato hacer notar esta

simpatía justo cuando estamos a horas de una nueva

celebración de la fiesta nacional de Francia.

Testimonio del gran dinamismo que han adquirido las

relaciones bilaterales en los últimos tiempos son las

visitas ya programadas que harán los Presidentes Frei y

Chirac, así como la que a partir del viernes próximo

realizará a Chile el Presidente del Senado francés,

honorable Senador René Monory, segunda autoridad de la

República Francesa.

Me parece necesario destacar, y es bueno que esta

Cámara así lo aprecie, lo que fue el importante apoyo

francés para el acuerdo marco suscrito por nuestro país con

la Unión Europea, al cual un país fue reticente. Sin

embargo, contamos siempre con el apoyo irrestricto de

Francia para que pudiera suscribirse este acuerdo marco

entre Chile y la Unión Europea, el que, estoy cierto, será

también ratificado cuando sea discutido en este Congreso.

Es necesario destacar el creciente desarrollo que han

experimentado las relaciones económicas chileno-francesas,

que no son realmente tan importantes como debieran serlo.

Prácticamente, las exportaciones chilenas al mercado

francés se asemejan a las nuestras a Argentina, las que

ciertamente debieran ser incrementadas en el futuro.

Asimismo, las importaciones que hace Chile desde

Francia son aproximadamente de 450 millones de dólares al

año y las inversiones francesas en Chile no son cuantiosas:

ascienden a 145 millones de dólares.

Con todos estos antecedentes, la Comisión de

Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e

Integración Latinoamericana recomienda a esta Honorable

Cámara que apruebe el acuerdo de cooperación económica,

financiera e industrial suscrito el 24 de octubre entre

Chile y la República Francesa.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Munizaga.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, con motivo de la

visita que efectuó a Chile, en octubre de 1994, el Ministro

de Relaciones Exteriores de Francia, señor Alain Juppé, los

dos gobiernos suscribieron un acuerdo mediante un

intercambio de notas que hoy se somete a la consideración

de la Cámara de Diputados. La única obligación que se pacta

en este documento es que la comisión que se está creando se

reunirá, alternativamente, en París y en Santiago.

Constantemente estamos concurriendo a la firma de

convenios que no siempre resultan beneficiosos para nuestro

país. En este caso, me parece innecesario realizar este

tipo de convenios que crean nuevas comisiones, las que

generan nuevos costos al Estado y más burocracia

funcionaria, puesto que Chile y Francia mantienen

relaciones diplomáticas normales y, en el caso de Chile, a

través de la Dirección de Relaciones Económicas del

Ministerio de Relaciones Exteriores, se mantienen en las

respectivas embajadas encargados de negocios con la misión

de promover este tipo de relaciones comerciales.

En consecuencia, voy a votar negativamente el proyecto

de acuerdo por considerarlo innecesario y constituir un

mecanismo burocrático que incrementará los costos para el

Estado chileno.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Dupré.

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, fuera de lo

indicado por el Diputado informante, quiero clarificar que

la Comisión de Cooperación Económica, Financiera e

Industrial se enmarca en los convenios normales que la

Unión Europea establece para sus países signatarios cuando

éstos llegan a acuerdos globales o marco, como el que

suscribimos con ese organismo multilateral.

En ese sentido, muchos acuerdos de cooperación

económica existentes con Suecia, Alemania, Dinamarca,

Italia, etcétera, tienen insertas estas comisiones de

cooperación y preparación para una mayor liberalización

comercial. Eso lo establece la Unión Europea, cuyos

acuerdos marco indican a los países signatarios que deben

comprometerse a fortalecer las relaciones con los países

que la conforman, a fin de fomentar el crecimiento y la

diversificación de los intercambios comerciales y, en este

caso, sobre todo, preparar la liberalización progresiva y

recíproca de los intercambios, generando las condiciones

favorables para que, en el futuro, una asociación política

y económica con la Unión Europea, enmarcada dentro de las

normas de la Organización Mundial de Comercio, tenga en

cuenta este ámbito estrictamente comercial.

De modo que es muy importante que aprobemos este

acuerdo bilateral, porque se enmarca estrictamente con el

que estamos estableciendo con los países signatarios de la

Unión Europea.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación el

proyecto de acuerdo.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, no hubo quórum.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se repetirá la

votación por falta de quórum.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 32 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 2

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Aylwin (don Andrés), Balbontín, De la Maza,

Dupré, Elgueta, Encina, Estévez, Fuentealba, Gajardo,

Huenchumilla, Jara, Karelovic, Kuschel, León, Melero,

Muñoz, Navarro, Ojeda, Pizarro, Reyes, Sabag, Salas,

Seguel, Sota, Tohá, Ulloa, Venegas, Villouta, Walker,

Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Cantero, Cristi (doña María Angélica), Fantuzzi,

García (don René Manuel), Munizaga, Taladriz y Valcarce.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Pérez (don Víctor) y Urrutia (don Raúl).

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

 

MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, EN LO

RELATIVO A LA OBTENCIÓN DE LICENCIAS DE CONDUCIR.

POSTERGACIÓN DE TRATAMIENTO DE PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN

MIXTA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el Orden del Día,

corresponde tratar la proposición de la Comisión Mixta que

resuelve las divergencias entre el Senado y la Cámara

respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290,

de Tránsito, en lo relativo a la obtención de licencias de

conducir.

Como en el segundo lugar de la Tabla figura el

proyecto que modifica la ley orgánica constitucional de

municipalidades, los Comités me han solicitado que aplique

estrictamente el Reglamento que permite tres discursos de

10 minutos.

En todo caso, hago presente a la Sala que el informe

de la Comisión Mixta tiene 123 páginas, que su urgencia fue

calificada de "suma" -lo que nos obliga a tratarlo hoy- y

que no se encuentra en la Sala el Ministro del ramo o

alguna autoridad de Gobierno, cuya presencia hemos

solicitado reiteradamente para el despacho de proyectos con

esa urgencia, dado que si esto es un imperativo para la

Cámara de Diputados, naturalmente también debería serlo

para los miembros del Ejecutivo que señalan la urgencia.

Creo que todo esto nos crea una situación difícil.

En segundo lugar, pido a los Diputados que integren

comisiones mixtas que en proyectos cuyos informes resultan

tan voluminosos, en lo posible separen las materias para no

tener que votar a favor o en contra todo el texto, forma de

legislar que puede traernos consecuencias negativas el día

de mañana. Hoy tenemos solamente dos opciones: aprobar o

rechazar. Por lo tanto, las intervenciones sólo pueden

recomendarnos su aprobación o rechazo.

Tiene la palabra el Diputado señor Pizarro.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, encuentro que lo

que ha manifestado a la Sala es demasiado importante como

para que nos quedemos sólo en el reclamo hecho por Su

Señoría. Haría un esfuerzo para tratar este tema con la

presencia de un representante del Ministro o de su

Subsecretario.

Este es un tema demasiado importante.

Los requisitos para el otorgamiento de licencias de

conducir tienen directa relación con la cantidad de

accidentes de tránsito que están ocurriendo en el país, con

los consabidos problemas que acarrean y que son

extraordinariamente complejos.

Este ha sido un tema de larguísima discusión que ha

tenido connotación pública y no me gustaría que quedáramos

supeditados a tres discursos de 10 minutos. Hay que buscar

un mecanismo que permita un mayor debate, o, lisa y

llanamente, solicitar al Ejecutivo que retire la suma

urgencia a fin de tratarlo mañana con la presencia de un

Ministro. Me parece que la Sala tiene pleno derecho a ese

mínimo esfuerzo y, Su Señoría, como Presidente de la

Corporación, puede plantear al Gobierno esta situación,

porque -insisto- este tema es demasiado importante y tiene

implicancias en la vida diaria de las personas. Por lo

tanto, me gustaría tener la posibilidad de estudiarlo más

detenidamente.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Sobre el tema de

procedimiento, tiene la palabra el Diputado señor Sabag.

 

El señor SABAG.- Señor Presidente, tal como se ha

señalado, este es un proyecto de mucha importancia y el

informe es muy extenso -123 páginas-, y la mayoría de los

Diputados lo hemos conocido al llegar hoy a la Sala.

Comprendo que la calificación de suma urgencia nos

obliga a tratarlo ahora, pero lo ideal sería que fuera a la

Comisión de Obras Públicas, Transportes y

Telecomunicaciones para hacer un breve análisis y en la

próxima sesión poder orientar a los colegas de qué trata

este voluminoso informe. Estas son materias delicadas y de

actualidad, como lo ha manifestado el Diputado señor

Pizarro, ya que la gran cantidad de accidentes de tránsito

se deben fundamentalmente a fallas humanas que de alguna u

otra manera dicen relación con los requisitos para el

otorgamiento de las licencias de conducir.

Lo ideal sería postergar el tratamiento del proyecto

y, si fuera posible, conseguir el retiro de la urgencia.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El Diputado señor Jara

se referirá al procedimiento y luego la Mesa adoptará una

resolución.

 

El señor JARA.- Señor Presidente, no tengo

inconveniente para que se adopte alguna fórmula que permita

a los señores Diputados una mayor información, pero este

proyecto lo hemos discutido desde hace bastante tiempo.

Cuando conocimos las modificaciones introducidas por el

Senado, tuvimos un largo debate, ya que el proyecto sufrió

una transformación sustancial en su segundo trámite, lo que

significó que la Comisión Mixta tuviera que conocer

alrededor de 35 ó 36 diferencias entre el Senado y la

Cámara de Diputados. Esa es la causa por la cual este

informe resulta tremendamente largo. Está referido a un

conjunto de materias que, aunque de detalle, son muy

importantes en relación con los problemas del tránsito que

hoy existen en el país.

Es todo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Me voy a comunicar con

el Ministro señor Genaro Arriagada para solicitarle el

retiro de la urgencia.

Tiene la palabra el Diputado señor Tohá.

 

El señor TOHÁ.- Señor Presidente, en el mismo sentido

de los colegas que me han antecedido.

Esta materia es muy importante. Se refiere a la

seguridad que podamos dar a la población, especialmente

mediante las exigencias para el otorgamiento de la licencia

de conducir.

El acuerdo de la Comisión Mixta discrepa del criterio

de la Cámara y lo acordado en su Comisión de Obras

Públicas, Transportes y Telecomunicaciones. Y lo lógico es

contar con el tiempo suficiente para conocer el informe,

porque ningún señor parlamentario, en cinco o diez minutos,

podrá leer sus 123 páginas que se refieren a materias tan

importantes como la licencia, la escuela de conductores, la

posible autorización para virar con luz roja, las

exigencias en la conducción de vehículos a tracción animal,

etcétera. Son varios los temas que han sido modificados por

el Senado, por lo cual hay que hacer todos los esfuerzos

para discutirlos con más tiempo y en mejores condiciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, solicitaré al Ministro Secretario de la Presidencia,

señor Genaro Arriagada, con quien acabo de conversar, que

retire la suma urgencia, porque, según esta calificación,

es imprescindible que esté presente en la Sala el Ministro

del ramo.

Además, es evidente que los señores Diputados no han

podido leer el informe para decidir si votan a favor o en

contra.

Tiene la palabra el Diputado señor René Manuel García.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente,

no se trata de quitarle la "suma" urgencia, sino de

reponerla con la presencia del señor Ministro.

Si analizamos lo que han dicho los colegas, no sólo se

trata de las licencias de conducir, sino que el proyecto ha

ido mucho más allá: hay multas, hay seguridad de los

propietarios de los vehículos, etcétera, y es muy fácil

involucrar al Parlamento en materias que causarán algunos

malestares a los conductores en la renovación de licencias.

Entonces, es indispensable conocer la opinión del

Ejecutivo. Ese es el punto.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Pizarro.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, estoy de acuerdo

en solicitar el retiro de la suma urgencia, pero, tal vez,

el colega Jara, que fue el Diputado informante que tiene

claridad sobre cuáles fueron las divergencias entre la

Cámara y el Senado, sometidos a consideración de la

Comisión Mixta, podría entregarnos una reseña del informe

y, posteriormente, hacernos llegar a los Diputados, por

escrito, la minuta con la cual va a explicar la situación y

mañana, con el ministro presente, proceder a la discusión.

Sería bastante más práctico.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, vamos

a retirar el proyecto de la tabla. En esta instancia, no

hay Diputado informante. Si el Diputado señor Jara se

ofrece para cumplir esa función, podemos considerarlo como

un sistema de despacho legislativo que voy a conversar con

los Comités. Pero ahora no podríamos autorizarlo.

Si le parece a la Sala, así se procederá.

Acordado.

 

MODIFICACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA DE MUNICIPALIDADES. Primer

trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar, en

primer trámite constitucional, el proyecto de ley que

modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de

Municipalidades, en materia de gestión municipal.

Diputado informante de la Comisión de Gobierno

Interior es el señor Carlos Cantero, y de la de Hacienda,

el señor Jocelyn-Holt.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1598-06, sesión

71ª, en 18 de mayo de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informes de las Comisiones de Gobierno Interior, y de

Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs. 7 y 8, de esta

sesión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señores Diputados, a

continuación vamos a escuchar el informe del Diputado señor

Cantero, luego el del Diputado informante de la Comisión de

Hacienda, señor Jocelyn-Holt y, posteriormente, iniciaremos

el debate. Al término del Orden del Día, veremos un

procedimiento de despacho, que puede contemplar una sesión

especial para hoy, a las siete de la tarde. Eso lo

evaluaremos.

Tiene la palabra el Diputado señor Aguiló por una

cuestión reglamentaria.

 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, en nuestros

escritorios tenemos dos informes: uno de la Comisión de

Gobierno Interior y otro de la Comisión de Hacienda. En

teoría, el primero debería corresponder al informe de la

Comisión técnica y el segundo a lo que se refiere el

artículo 220 del Reglamento, es decir, a aquellos aspectos

presupuestarios o financieros del Estado.

Sin embargo, de la lectura de ambos informes, resulta

fácil constatar que, tanto la Comisión técnica como la de

Hacienda han incursionado y legislado sobre un conjunto de

materias que exceden, en mucho, las que establece el

artículo 220 del Reglamento, que establece: "Cuando los

proyectos que hayan sido informados por las otras

Comisiones contengan normas en materia presupuestaria o

financiera del Estado,..." deben ser informados por la

Comisión de Hacienda. Añade: "En este caso sólo le

corresponderá discutir y votar en particular aquellos

artículos que consulten las materias señaladas" y, "en

consecuencia, las modificaciones que propongan en su

informe deberán referirse exclusivamente a ellas."

Agrega un párrafo, que es el que seguramente ha

generado, en más de una oportunidad, alguna confusión en

los miembros de la Comisión de Hacienda, que dice: "Con

todo, podrá conocer de otras disposiciones que las

señaladas como de financiamiento en los informes de las

demás comisiones cuando así lo acuerde, a proposición de

alguno de los miembros presentes, por estimarlas

relacionadas con ese financiamiento". Es decir, el artículo

220 es extraordinariamente explícito al indicar que la

Comisión de Hacienda tiene exclusivamente la

responsabilidad de analizar y de legislar sobre materias de

financiamiento, cuando la Comisión técnica que despachó el

informe, hubiese dejado fuera algún artículo que,

eventualmente, pudiera haber correspondido a una materia

financiera. Entonces, la Comisión de Hacienda puede revisar

ese criterio e incorporar un artículo adicional. Por

desgracia, no es éste el caso, pues ha discutido por lo

menos 30 artículos que no tienen nada que ver con el

financiamiento.

A través de este mecanismo, duplicamos el trabajo de

la Corporación porque, en el fondo, constituimos dos

comisiones técnicas, que deben analizar latamente las

mismas materias.

Como el Nº 5º del artículo 53 del Reglamento entrega

al Presidente la responsabilidad de velar por la

observancia de sus normas, solicito a Su Señoría estudiar

el tema planteado. Por desgracia, no es la primera vez que

ocurre. Entiendo que los miembros de la Comisión de

Hacienda lo hacen con la mejor intención pero, de paso, se

autoincorporan una carga adicional de laborioso estudio. En

esta materia han realizado importantes aportes que, en mi

opinión, deberían acogerse. Sin embargo, el Reglamento

establece un mecanismo y la oportunidad para que los

Diputados que no pertenecen a la Comisión técnica

respectiva hagan valer sus observaciones: la presentación

de indicaciones en la discusión en general.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra la

Diputada señora Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, hay un aforismo

jurídico que dice: "donde impera la misma razón, se aplica

la misma disposición". Entre las razones tenidas a la vista

por la Mesa para retirar el proyecto relativo a la

obtención de licencias de conducir, que figura en el primer

lugar del Orden del Día, se señaló que el informe es

extenso, que se ha conocido sólo hoy en la mañana y que no

se cuenta con la presencia del ministro o subsecretario de

la Cartera. Eso mismo ocurre con el proyecto cuyo estudio

iniciamos ahora, con la sola diferencia de que uno está

calificado con urgencia de "suma" y el otro de "simple".

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se ha incorporado a la

Sala el señor Ministro del Interior.

La Mesa estudiará la observación formulada por el

Diputado señor Aguiló.

Tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero señalar

que en la Comisión de Hacienda sólo nos remitimos a

estudiar los artículos mencionados por las Comisiones

técnicas. No existe el espíritu de adjudicarse más trabajo

del que le corresponde, pues debe analizar innumerables

proyectos.

En el caso puntual del que modifica la ley orgánica

constitucional de municipalidades, hay una serie de normas

relacionadas. También se debe tener presente que el

Ejecutivo insiste en presentar en la Comisión de Hacienda

indicaciones que no introdujo en la Comisión técnica.

Por lo tanto, en ningún caso hay un exceso, en el

sentido de estudiar artículos que no corresponden a su

competencia, ya que el Presidente y el secretario de la

Comisión analizan las normas que deben tratarse, para lo

cual nos regimos exclusivamente por el Reglamento.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, el

tema ha sido planteado y la Mesa lo estudiará en conjunto

con los Comités.

Tiene la palabra el Diputado señor Cantero para

informar el proyecto.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en mi opinión,

esta situación es de suyo compleja, porque, por esta vía,

el Ejecutivo tiene múltiples instancias para ir ampliando

su capacidad legislativa.

Cuando se rechazan indicaciones en la Comisión de

Gobierno Interior -como ocurrió en este caso-, son

repuestas en la Comisión de Hacienda. A través de este

mecanismo, un proyecto puede pasar por cuatro, cinco, seis

o siete Comisiones, hasta que se logra el propósito del

Ejecutivo en las que no son técnicas.

Se han analizado materias sumamente complejas, que

forman parte de un proceso de largo trabajo, de acuerdos y

consensos entre la Comisión de Gobierno Interior y el

Ministerio del Interior, representado por el Ministro y el

Subsecretario.

Sin embargo, a pesar de que el acuerdo consistía en

evacuar el primer informe a la brevedad para despejar

aquellos aspectos de fácil despacho y abordar los de mayor

complejidad en el segundo informe, en materias tan

importantes como la Secretaría Comunal de Planificación y

Coordinación, se han introducido modificaciones

importantes.

En administración municipal se ha cambiado

completamente el concepto del administrador municipal,

aspecto que viene generando discusiones desde 1990.

Incluso, en la Comisión de Hacienda se ha cambiado el

espíritu de la legislación de 1990 respecto de este

concepto, que se trató de mantener en el ámbito de la

Comisión de Gobierno Interior, pero que en una Comisión que

no es técnica...

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¿Me permite, señor

Diputado? Su Señoría puede informar como estime

conveniente, pero ...

 

El señor CANTERO.- No estoy informando, señor

Presidente. Estoy haciendo un alcance respecto de un tema

que me parece de la mayor importancia.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Sí, señor Diputado.

Sólo para ordenar el debate permítame señalar que lo que

propone la Comisión de Hacienda son indicaciones que la

Comisión de Gobierno Interior verá en su segundo trámite.

Por eso, cuando Su Señoría dice que así ha sido resuelto,

ello no es correcto.

No he visto en detalle el informe de la Comisión de

Hacienda, pero es posible que Su Señoría tenga razón y que

hubo un exceso de atribuciones. Vamos a estudiarlo, a

reunirnos con los Comités y con los presidentes de las dos

Comisiones, señores Balbontín y Longueira, para buscar una

manera de resolver este conflicto.

Ahora, le ruego dar a conocer el informe. Una vez

efectuado el procedimiento señalado, informaremos a la

Sala.

 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, sólo quiero

terminar mi enfoque respecto de este punto -no pretendo

hacer ningún alcance con significación especial- que fue

planteado a la Presidencia de la Mesa, a lo menos, hace un

mes. Se le ha pedido un pronunciamiento, porque a nosotros

-cuando digo "nosotros" hablo de la Comisión en su conjunto

y como parlamentario de Oposición-, nos resulta difícil

aceptar que cada día limitemos la capacidad legislativa de

los parlamentarios y, a través del expediente que hemos

conocido hoy, ampliar la del Gobierno. Su Señoría

comprenderá que no es lo mismo tratar un tema técnico en

una Comisión que carece de los elementos o los antecedentes

previos que han permitido tomar una decisión.

Aquí hay dos informes: Uno de una Comisión técnica, y

otro, de la Comisión de Hacienda que se refiere a aspectos

que le son propios, pero que, además, avanza en otros

temas. Por eso, quiero saber si es la Comisión la que

generó esta instancia o es el Ejecutivo el que está usando

esta vía. Me interesa saber, porque, obviamente, tiene

significaciones distintas, pero, en lo concreto, atenta

contra el equilibrio en la capacidad legislativa de los

colegisladores de este Parlamento.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, ya he

insistido sobre un procedimiento al respecto. Si bien es

cierto se observó este potencial problema, la Mesa no puede

pronunciarse sin tener los informes de las Comisiones.

Ahora, con los Comités los vamos a estudiar y buscaremos

una solución al problema.

Por el momento, quedan como indicaciones que serán

tratadas en la Comisión de Gobierno Interior en el segundo

trámite.

Tiene la palabra el Diputado señor Cantero para

entregar el informe de la Comisión de Gobierno Interior.

 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, paso a informar

sobre el proyecto que introduce modificaciones a la ley Nº

18.695, orgánica constitucional de municipalidades.

La Comisión de Gobierno Interior trabajó en estrecha

coordinación y contacto con las autoridades de Gobierno, en

especial con el Ministerio del Interior, representado por

el señor Subsecretario.

El análisis del proyecto ha sido participativo: se

escuchó a un amplio segmento de instituciones y de personas

interesadas en materias municipales. El trámite legislativo

ha significado un gran esfuerzo de diálogo y búsqueda de

acuerdos entre los distintos sectores políticos con

representación parlamentaria, en el cual el Gobierno ha

tenido un rol verdaderamente protagónico e interesante.

Ésas son las razones que nos hacen objetar el hecho de que

se esté desvirtuando el ámbito de competencia técnica de

cada una de las Comisiones.

En todo el proceso se ha contado con la permanente

colaboración y asistencia del Subsecretario de Desarrollo

Regional, señor Marcelo Schilling, quien facilitó en gran

medida el trámite legislativo al gestionar el patrocinio

del Gobierno a un importante número de indicaciones o

entregar oportunamente la información requerida por la

Comisión.

Se acordó un procedimiento que apuntó a despachar la

mayor parte de los artículos en el primer informe -muchos

de ellos fueron aprobados por unanimidad- de tal forma que

el segundo informe sea expedito y rápido, concentrándonos

en perfeccionar los aspectos que surjan en la Sala, así

como las indicaciones que se encuentran demoradas en el

Ministerio de Hacienda; por ejemplo, la mejora de las

asignaciones de concejales, respecto de lo cual el

Ejecutivo se comprometió a entregar oportunamente una

respuesta al acuerdo unánime adoptado por la Comisión.

El primer artículo modificado de la ley orgánica

constitucional es el 3º, con el objeto de establecer con

claridad que en el ámbito de la comuna la municipalidad

tiene primacía respecto de otros servicios. Por ello, se le

ha introducido la expresión: "en el ámbito de su

territorio", quedando de la siguiente forma:

"Artículo 3º.- Corresponderá a las municipalidades, en

el ámbito de su territorio, las siguientes funciones

privativas". Se intenta reforzar el rol protagónico de la

municipalidad en relación con la intervención de otros

servicios en el ámbito de la comuna.

En el artículo 2º se ha eliminado la expresión que

indicaba el rol que corresponde al consejo económico y

social. Se aprobó una indicación que señala los elementos

que componen la municipalidad, simplemente enunciándolos,

sin introducir ningún tipo de calificación particular. En

consecuencia, la norma establece que la componen el

alcalde, el concejo y que, además, se contará con un

consejo económico y social. En el articulado

correspondiente se describe el rol que le corresponde al

consejo económico y social en la gestión municipal.

En el artículo 4º se agregaron a la letra a), que

trata de la función de asistencia social, eventualmente

compartida con otros órganos de la Administración del

Estado, las funciones de fiscalización y coordinación de

las políticas sociales.

Se incorporó a la letra e) la locución "y el fomento

productivo".

Además, se agrega una letra m), nueva, que consagra la

igualdad de oportunidades para hombres y mujeres.

Recordemos que la iniciativa del Legislativo era introducir

una indicación que se refería al género. Finalmente, se

llegó a un acuerdo en el sentido de que el concepto de

género es ambiguo e indeterminado y, en consecuencia, se

estableció la igualdad de oportunidades para hombres y

mujeres.

Se agregó una letra n), nueva, relativa al fomento de

la prevención de la seguridad ciudadana, particularmente

porque las municipalidades tenían serias dificultades para

actuar en coordinación con los servicios policiales y otras

instancias, en esa protección al interior de sus

respectivas comunas, pues había una serie de objeciones de

parte de la Contraloría para actuar en esa materia.

En el artículo 5º, quedó para el segundo informe una

indicación que busca establecer que, en caso de facultades

compartidas entre la municipalidad y otros servicios de la

Administración Pública, siempre se deberá subordinar

cualquier decisión de los servicios del Estado o de la

administración del Estado a los instrumentos básicos de

gestión municipal, que son el plan de desarrollo comunal,

por una parte y, por otra, el plan regulador urbano, como

se denominaba anteriormente, o plan regulador comunal, como

se llama ahora, porque se trata de administrar

adecuadamente el uso del suelo, tanto en los ámbitos

urbanos como rurales.

Se intercala, como inciso penúltimo, el que exige

financiamiento para las nuevas funciones o tareas que se

encomienden a los municipios, disposición que fue aprobada

por unanimidad. La preocupación de la Comisión se debe a

que el Ejecutivo ha estado traspasando facultades y

atribuciones a los municipios, pero no siempre se ha

contado con el financiamiento necesario para el adecuado

pago de estos servicios.

Se ha introducido un artículo 5º A), aprobado por

unanimidad, que señala que la gestión municipal deberá ser

tecnificada y participativa.

Este artículo, que aparece como muy simple, trata de

destacar cómo la Comisión visualiza el espíritu y sentido

del trabajo municipal hacia el futuro. Creemos que en la

gestión deben tener prioridad los criterios técnicos;

asimismo, establecer mecanismos y asegurar criterios

participativos para que la comunidad tenga directa

injerencia y decisión en las materia que le resulten

propias y que sean de su interés. La Comisión estableció

este criterio porque, en general, se observó que, por

momentos, se desvirtuaba la gestión municipal, dando

privilegio a aspectos simplemente políticos.

A continuación, se intenta definir los instrumentos de

gestión más importantes del municipio mediante el trabajo

conjunto entre el Gobierno y la Comisión de Gobierno

Interior. Se ha tratado de poner de manifiesto, en toda la

institucionalidad municipal, que el esquema en caso de ser

tecnificado, debe tener herramientas de gestión claramente

definidas. Así se definen el plan de desarrollo comunal, el

plan regulador comunal y el plan de inversiones, como las

herramientas básicas y fundamentales. El primero, de largo

plazo, con un horizonte promedio de cuatro años; el plan

regulador comunal, de plazo mediano, relativo al uso del

suelo y el presupuesto municipal y su programa de

inversiones, de aplicación anual, que incluso admite

cambios intermitentes a lo largo del año.

Las tres herramientas se describen con detalles en los

artículos 5º A al 5º E, nuevos, que se introducen a la ley

orgánica constitucional de municipalidades.

El artículo 6º bis, nuevo, estipula que los municipios

pueden celebrar convenios sobre inversiones con el gobierno

regional respectivo, para lo cual el alcalde requerirá del

acuerdo del concejo.

El número 7, que corresponde al antiguo 3, sustituye

el inciso segundo del artículo 13 de la ley con el objeto

de describir las funciones de las unidades de línea y de

apoyo de que se dota a los municipios. El articulado

introduce al análisis de lo que será la nueva estructura

municipal. En todo caso, la Comisión dejó el tema para

segunda discusión, porque el espíritu mayoritario es

flexibilizar este aspecto y despacharlo en su segundo

informe. Además, sendas indicaciones del Ejecutivo amplían

la esfera de competencia de las unidades de línea e indican

cuáles son las unidades de apoyo, dejando la posibilidad de

crear otras.

El número 8 reemplaza el artículo 14 de la ley para

armonizar el texto de la iniciativa. Se hace obligatorio

para los municipios de comunas cuya población sea superior

a cien mil habitantes, incluir en su organización interna,

a lo menos, las unidades de línea y de apoyo mencionadas en

el artículo 13.

Asimismo, se prohíbe refundir en una misma dirección o

departamento dos o más unidades de línea o de apoyo, según

corresponda.

El número 9 sustituye el artículo 15 por otro que

describe la organización interna de las municipalidades

correspondientes a las comunas cuya población sea de hasta

cien mil habitantes. Fue aprobado por unanimidad.

El número 10 incorpora un artículo 15 bis, nuevo, que

faculta a los municipios de comunas con población de hasta

mil habitantes para que compartan entre sí una misma unidad

de línea o de apoyo, salvo la secretaría municipal, para

lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos

disponibles. Este artículo también fue aprobado en forma

unánime.

El número 11 modifica el encabezamiento del artículo

17 para dejar claramente establecido que las funciones del

secretario municipal no revisten carácter taxativo. La

enmienda fue aprobada por unanimidad.

Señala textualmente "que, entre otras, tendrá las

siguientes funciones", lo cual permite ampliarlas. Esto es

relevante porque, como hasta ahora era taxativa la

enunciación del articulado, las municipalidades tenían

serias dificultades con la Contraloría, que objetaba la

gestión municipal por no considerar que dichas tareas se

encontraban autorizadas por ley.

El número 12 sustituye el encabezamiento del inciso

segundo del artículo 18. Indica las principales funciones

que competen a la secretaría comunal de planificación y

coordinación e incorpora, en la letra c), la facultad de

evaluar las inversiones y la obligación de informar por

escrito, a lo menos semestralmente, tanto al alcalde como

al concejo, sobre las materias que en ella se detallan. Fue

aprobado por unanimidad.

El número 13 establece un artículo 18 bis, nuevo, que

señala las funciones que se otorgan a las unidades

encargadas del desarrollo urbano, junto con la de elaborar

el plan regulador comunal. Fue aprobado por unanimidad.

Al respecto, vale la pena señalar que después de una

serie de análisis entre el Gobierno y la Comisión de

Gobierno Interior, se concordó en separar las funciones del

director de obras municipales y las del asesor urbanista.

En consecuencia, el director de obras municipales deberá

aplicar la ley de construcciones y lo establecido en el

plan regulador, y la unidad de asesoría urbana se encargará

de los estudios, de recoger opiniones y de desarrollar los

criterios que la autoridad estime pertinentes.

El número 14 introduce diversas modificaciones al

artículo 19. Sustituye el encabezamiento del referido

precepto y especifica que la unidad encargada del

desarrollo comunitario tendrá "especialmente" las funciones

que consigna a continuación. Esta enmienda apunta a

permitir una ampliación de esas facultades; reemplaza la

letra b) del artículo 19; desarrolla más el concepto de

asesoría técnica que corresponde llevar a cabo a esta

unidad respecto de las organizaciones comunitarias;

incorpora la tarea de promoción de tales organizaciones -me

refiero a las comunitarias- y su efectiva participación en

el municipio a través de otros organismos, como el consejo

económico y social comunal. Además, sustituye su letra c),

al otorgar a la unidad encargada del desarrollo comunitario

la función de proponer y ejecutar acciones relacionadas con

asistencia social y capacitación vecinal. Una indicación

reemplazó el vocablo "vecinal" por la palabra

"comunitaria", por tener esta última un concepto más

amplio. Fue aprobado por unanimidad.

En virtud de una indicación que proponía la creación

de un artículo 19 bis, las letras d), e) y f) del artículo

19 quedaron dentro de las funciones de la unidad encargada

del desarrollo comunitario.

El número 15 incluye un artículo 19 bis, relativo a

las funciones que le corresponderá desarrollar a la unidad

de servicios de salud, educación y demás incorporados a la

gestión municipal. Fue aprobado por simple mayoría de

votos.

Además, en virtud de una indicación aprobada por

unanimidad, sustituye su letra a) por una disposición que

incorpora la función de ejecución, sin perjuicio de la

asesoría respecto de los planes y programas vinculados a la

salud pública y educación.

El numeral 16 detalla las funciones de la unidad

encargada de obras municipales. Establece una

concursabilidad cada seis años y que deberá ser servida por

un profesional arquitecto, ingeniero civil o constructor

civil.

El numeral 17 corresponde a una indicación al artículo

21 de la ley, concerniente a las funciones de las unidades

de aseo y ornato, donde se introduce una adecuación formal.

Fue aprobado por todos los miembros, principalmente para

expresar que no se trata de una enumeración detallada, como

ha sido en los casos anteriores.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- ¿Me permite,

señor Diputado? Reglamentariamente, ha terminado su tiempo

para informar.

¿Cuántos minutos necesita para concluir su informe?

 

El señor CANTERO.- Necesito mayor tiempo; de lo

contrario, tendré que resumir.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Si le parece

a la Sala, se le dará el tiempo que necesite.

Acordado.

Puede continuar, señor Diputado.

 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, gracias por la

comprensión, ya que el informe es de interés para todos.

Numeral 18. Por asentimiento unánime fue aprobada una

indicación que permite entregar a la unidad de

administración y finanzas, en su rol de asesora del alcalde

en el manejo financiero de los bienes municipales, la

facultad de coordinarse -y no sólo de colaborar, como

expresa el texto vigente- con la Secretaría Comunal de

Planificación en la elaboración del presupuesto municipal.

Numeral 19. Sustituye la primera oración del inciso

primero del artículo 24, agregando dentro de las funciones,

la unidad encargada de la asesoría jurídica, la que tendrá

por objeto prestar apoyo en materias legales al alcalde y

al concejo. Fue aprobado por unanimidad.

También fue aprobada por asentimiento unánime una

indicación al inciso segundo de dicho artículo, tendiente a

que no sólo la unidad encargada de la asesoría jurídica

está facultada para hacer investigaciones y sumarios

administrativos.

Numeral 20. Introduce adecuaciones en la letra c) del

artículo 25 y establece la obligación de informar al

concejo -aspecto que, por cierto, constituye un cambio

relevante- acerca del ejercicio de la función de control,

de la ejecución financiera y presupuestaria municipal. Fue

aprobado por unanimidad.

A la letra d) se le introduce una modificación acerca

de la función de asistencia del concejo para el ejercicio

de sus funciones fiscalizadoras. Fue aprobada por simple

mayoría.

Esta unidad de control es una de las que tiene cambios

más significativos, porque ahora no sólo asesorará al

alcalde, sino, además, guardará directa relación e

informará de su quehacer al concejo.

También se establece que deberá postularse por

concurso público y que el jefe de la función de control

sólo podrá ser removido por el concejo, con el quórum de

dos tercios.

El nombramiento del cargo es de carácter indefinido,

es decir, se asegura su estabilidad para el adecuado

ejercicio de sus funciones y, además, debe ser aprobado por

el concejo.

Se inserta un inciso nuevo en el artículo 25, que

señala las pautas técnicas a las que deberá ceñirse la

unidad de control en su accionar. Fundamentalmente, se

describe la de asistir al concejo en su labor

fiscalizadora.

Se establece que los informes que deberá evacuar son

semestrales y que deberá existir una auditoría externa que

podrá ser acordada por el concejo anualmente, aun cuando es

preciso informar a la Sala que la Comisión estudia la

posibilidad de que dicha auditoría sea anual o bianual,

dependiendo de la disponibilidad de recursos de los

distintos municipios.

Numeral 21. Sustituye el artículo 26, relativo al

administrador municipal, de modo que pasa a ser de la

confianza del alcalde.

El administrador puede ser removido de su cargo sólo

por el acuerdo de los dos tercios del concejo, sin

perjuicio de que rijan otras causales de cesación propias

del estatuto que lo rige.

Se aprobó por simple mayoría de votos.

El numeral 22 incorpora un artículo 26 bis, nuevo,

donde se especifican las principales funciones del

administrador municipal. Fue aprobado por simple mayoría.

El numeral 23 obedece a una indicación al artículo 31,

aprobada por unanimidad, en cuya virtud la donación de

bienes muebles municipales podrá efectuarse, en casos

calificados, a las organizaciones de la comuna pertinente

que no persigan fines de lucro.

El numeral 24 incorpora un artículo 27 bis, nuevo, que

posibilita que dos o más municipios utilicen conjuntamente

los servicios de un mismo funcionario. "Las municipalidades

podrán convenir, a proposición de los respectivos alcaldes

y con el acuerdo municipal correspondiente, la utilización

de los referidos servicios; no pudiendo en tales casos

percibir el funcionario involucrado, a título de

honorarios, un monto superior a la suma de las

remuneraciones asignadas a dichas funciones en todas las

municipalidades concernidas." Es decir, regula la renta de

esos funcionarios.

La idea es evitar que tales personas, aun cuando

desempeñen sus funciones, no puedan firmar en otra

municipalidad como jefaturas. Por ejemplo, si se contrata a

un arquitecto para la dirección de obras, sólo puede firmar

en propiedad en un municipio, y no así en otros. Tiende a

favorecer especialmente a las municipalidades de sectores

rurales, que carecen de recursos para tal propósito.

Numeral 25. Propone varias modificaciones al artículo

40.

Incluye dentro de los cargos de confianza del alcalde

a los titulares de las unidades de obras municipales, salud

y educación y demás incorporados a su gestión, como

asimismo al de la unidad de desarrollo urbano.

En consecuencia, los funcionarios de la exclusiva

confianza del alcalde serían Sec-plac, asesoría jurídica,

salud y educación y demás incorporados a su gestión,

desarrollo comunitario y desarrollo urbano.

Numeral 26. Fue aprobado en forma unánime, con una

indicación referida al artículo 48, que establece que todos

los informes que emita la Contraloría serán siempre puestos

en conocimiento del concejo municipal correspondiente.

Numeral 27. Establece la concursabilidad, cada seis

años, de la unidad de obras municipales. Incorpora un

inciso segundo al artículo 49, en que establece la

obligación del alcalde de presentar oportunamente y en

forma fundada, a la aprobación del concejo al plan de

desarrollo comunal, el presupuesto municipal y el plan

regulador. Fue aprobado por unanimidad.

Numeral 28. Sustituye el inciso primero del artículo

52, relativo a las incompatibilidades del cargo de alcalde,

por una norma que suprime la referencia que hace el

precepto vigente al artículo 113 de la Constitución

Política. Fue aprobado por unanimidad.

Numeral 29. Introduce diversas modificaciones al

artículo 53, que trata de las causales de cesación en el

cargo de alcalde. Reemplaza los inciso segundo y tercero de

este artículo por sendos párrafos. En el primero de ellos,

aprobado por simple mayoría de votos, establece que la

causal de cesación en el cargo de alcalde, contemplada en

la letra a) de este artículo, será declarada por el

tribunal electoral regional respectivo, agregando que se

otorgará acción pública para sustanciar el procedimiento

correspondiente.

Como inciso tercero se establece una norma que señala

que la causal establecida en la letra b) del mismo

artículo, habrá de ser declarada por el tribunal electoral

regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos

concejales.

Se fija como texto del inciso cuarto una disposición

en cuya virtud la causal establecida en la letra c) será

declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a

requerimiento de a lo menos un tercio de los concejales de

la municipalidad correspondiente.

Los incisos finales, quinto al séptimo, del artículo

53 fueron aprobados unánimemente.

Numeral 30. Introduce varias modificaciones al

artículo 55, que trata de la subrogación del alcalde como

asimismo de la incapacidad para ejercer el cargo y la

vacancia del mismo.

Su letra a) establece que en caso de ausencia o

impedimento no superior a cuarenta y cinco días, el alcalde

será subrogado en sus funciones administrativas por el

administrador municipal, cuando exista, y, sólo en su

defecto, por el funcionario que le siga en orden de

jerarquía.

Se aprobó una indicación que establece que en caso de

vacancia del cargo de alcalde, el concejo procederá a

elegir a un nuevo alcalde que complete el período de cuatro

años de entre los concejales que hubieren obtenido las dos

más altas mayorías en la votación popular. Esta elección

deberá realizarse en sesión especialmente convocada al

efecto.

Numeral 31. Introduce algunas modificaciones al

artículo 56, relativo a las atribuciones del alcalde;

incorpora una adecuación formal a la letra b) del artículo

en cuestión. Fue aprobado unánimemente.

Agrega una letra g) al artículo 56, relativa al

otorgamiento, renovación y terminación de los permisos

municipales.

Incorpora una letra j), concerniente a la delegación

del ejercicio de parte de las atribuciones exclusivas del

alcalde, la delegación de la facultad de firma bajo la

fórmula por orden del alcalde, etcétera.

Numeral 32. Introduce varias modificaciones al

artículo 58, concerniente a las materias en las cuales el

alcalde precisa el acuerdo del concejo.

Requerirá el alcalde el acuerdo para aprobar, entre

otras materias, las políticas de prestación de servicios

municipales y aquéllas establecidas en el plan de

desarrollo comunal, presupuesto municipal, etcétera.

Reemplaza la letra i) del artículo, relativa al

otorgamiento, renovación y término de concesiones

municipales, por una nueva disposición que establece que

los referidos actos deben ajustarse a las políticas y

reglamentos sobre la materia y que las renovaciones sólo

pueden acordarse dentro de los seis meses que precedan a su

expiración.

Se agrega una letra m), nueva, que establece que el

alcalde requerirá el acuerdo del concejo para readscribir o

destinar a otras unidades al personal que se desempeñe en

la unidad de control. También busca fortalecer la capacidad

de fiscalización.

Reemplaza el inciso segundo del artículo 58,

precisando su alcance, donde corresponderá al alcalde

proponer al concejo el plan de desarrollo, el presupuesto

municipal y los programas de inversión.

Numeral 33. Fue aprobado por unanimidad. Agrega el

artículo 58 bis, nuevo, que detalla las especificaciones

técnicas que ha de contener el reglamento de contrataciones

y adquisiciones. Busca resguardar la objetividad y

transparencia de dichos actos.

Numeral 34. Se refiere al artículo 59, sobre la cuenta

del alcalde, y hace una detallada enunciación de las

materias que debe contener.

La letra a) es una indicación, aprobada por

unanimidad, que señala que el informe escrito de la cuenta

del alcalde debe contener el balance de la ejecución

presupuestaria y el estado de situación financiera, como

asimismo el cumplimiento de la previsión de ingresos y

gastos.

Además, se refiere a la actividades realizadas para el

cumplimiento del plan de desarrollo comunal. Se incorporan

las inversiones efectuadas; se hace una enumeración larga

de lo que debe contener la cuenta.

Numeral 35. Sustituye el texto de la letra b) del

artículo 63, que trata de los requisitos para ser electo

concejal. Se establece la exigencia de tener cursada la

enseñanza básica para ejercer el cargo de concejal.

Numeral 36. Referido al artículo 66, particularmente a

su letra c), fue aprobado por unanimidad. Se refiere a la

causal de cesación de funciones por el hecho de

inasistencia injustificada de los concejales a más del

cincuenta por ciento de las sesiones ordinarias a que se

citó en el año calendario.

El numeral 37 también es nuevo. Introduce una frase

final al inciso segundo del artículo 68, relativo a la

provisión de la vacante de concejal, en términos de que al

final de un plazo para que el partido político respectivo

dé cumplimiento a la obligación de remitir una terna para

proveer la vacante en la eventualidad que señala.

En resumen, se otorga un plazo de diez días hábiles

desde que el secretario municipal notifica del fallo del

tribunal electoral regional.

El Nº 38 introduce modificaciones al artículo 69, que

se refiere a las funciones del concejo.

La letra a) del inciso primero se sustituyó por lo

siguiente: "Elegir al alcalde, en caso de vacancia, de

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55;" esto es,

escoger de entre los dos concejales que hubieren obtenido

las dos más altas mayorías en la votación popular.

La letra b) sustituye la letra d) del inciso primero

del artículo 69, relativa a la fiscalización de las

actuaciones del alcalde, en el sentido de que éste tendrá

un plazo máximo de 15 días para responder verbalmente o por

escrito de las observaciones que en el ejercicio de su

atribución le formule el concejo.

Debemos recordar que hoy las facultades -se busca

fortalecer- de fiscalización del concejal son sumamente

esmirriadas; más aún, el alcalde no tiene ninguna

obligación de contestar las consultas.

En resumen, se establecen 15 días para que el alcalde

responda y días 30 para que los funcionarios evacuen sus

informes.

El Nº 39 incorpora un artículo 69 bis, nuevo, que

señala que la fiscalización que le corresponde ejercer al

concejo comprenderá asimismo la posibilidad de efectuar una

evaluación de la gestión del alcalde, y agrega que las

acciones de fiscalización podrán ser dispuestas a

requerimiento de no menos de un tercio de los concejales en

ejercicio.

Fue aprobado por unanimidad.

Recordemos que en la legislación vigente la

fiscalización que realicen los concejales sólo puede

verificarse por acuerdo de la mayoría. Aquí se baja el

quórum, de manera que pueda practicarse a solicitud de un

tercio de ellos.

El Nº 40 sólo introduce cuestiones formales al

artículo 71.

El Nº 41 introduce modificaciones al artículo 76 que

regula lo relacionado con el derecho de los concejales a

ser informados sobre el funcionamiento de las

corporaciones, como asimismo con la asignación que les

corresponde percibir por concepto de asistencia a sesiones.

Se busca hacer algunas adecuaciones para mejorarla.

Su letra a) establece un plazo máximo de 30 días para

que el alcalde dé respuesta a la solicitud de información

formulada por algún concejal.

Fue aprobada por unanimidad.

Su letra b) incorpora dos incisos al artículo 76, que

consagra el derecho de los concejales a obtener el

reembolso de los gastos en que incurrieren en el desempeño

de sus cometidos oficiales dentro del territorio nacional.

El Nº 42 introduce un inciso final, nuevo, al artículo

77, que señala que la sanción pecuniaria -multa de entre 10

y 100 unidades tributarias mensuales- que corresponderá

aplicar al concejal que transgreda la prohibición que

considera el precepto, en el sentido de no participar en

negociaciones. La Comisión flexibilizó el criterio del

Ejecutivo que establecía 100 unidades tributarias

mensuales.

El Nº 43 introduce un inciso segundo, nuevo, al

artículo 78, relativo al reglamento interno del concejo.

El número fue aprobado por unanimidad, con una

indicación que tiende a incorporar una adecuación formal al

inciso segundo del artículo y a especificar que las

comisiones de trabajo contempladas en el reglamento deben

ser presididas por un concejal.

El Nº 44 reemplaza el artículo 80, relativo a la

composición de los consejos económicos y sociales, por una

norma similar, pero que establece que el alcalde no tendrá

derecho a voto en el consejo y aumenta el número de

consejeros en las comunas más pobladas de la siguiente

manera: 10 miembros en aquellas comunas de hasta 10 mil

habitantes; 20 miembros en aquéllas con más de 10 mil y

hasta 30 mil; 30 miembros en aquéllas con más de 30 mil y

hasta 100 mil, y 50 miembros en aquéllas con más de 100 mil

habitantes.

El Nº 46 modifica el artículo 82.

El Nº 47 reduce a un mes el plazo de un año -contado

desde la declaración de vacancia-, para llamar a nueva

inscripción con el objeto de llenar los cargos vacantes de

los consejos económicos y sociales a que se refiere el

inciso segundo del artículo 89.

El Nº 48 incorpora un artículo 90 bis, nuevo,

concerniente a las obligaciones de los consejeros del

consejo económico y social. Contó con aprobación unánime.

El Nº 49 modifica el artículo 91, en cuanto a las

causales de cesación del cargo de consejero del consejo

económico y social.

Sustituye la letra a) del artículo, estableciendo que

la renuncia al cargo de consejero debe ser notificada al

presidente del organismo.

El Nº 50 se refiere al artículo 92. Fue objeto de una

indicación sustitutiva aprobada por unanimidad, en la cual

se reemplaza el inciso segundo propuesto por una norma que

establece la subrogación automática del consejero titular

en el caso de ausencia.

El Nº 51 intercala una frase a la letra a) del

artículo 93, sobre funciones del consejo económico y social

comunal. Dice relación con las opiniones que se emitan

acerca del proyecto de presupuesto municipal, facultad

nueva cuyo objeto es fortalecer la participación de la

ciudadanía en dicho consejo la cual, como se sabe, hasta

ahora ha tenido muy débiles posibilidades de hacerlo

efectivamente.

El Nº 52 sustituye parcialmente el inciso segundo del

artículo 95, en términos de consagrar que las sesiones

ordinarias y extraordinarias del consejo económico y social

serán públicas, y se efectuarán, a lo menos, cada dos meses

y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los

consejeros presentes. Fue aprobado, conjuntamente con una

indicación al inciso tercero por unanimidad.

El Nº 53 reemplaza el inciso segundo del artículo 96

por una disposición que reglamenta la designación y

contratación de un secretario ejecutivo quien, será,

además, su ministro de fe. Esta es otra materia nueva que

busca fortalecer el rol y la función del consejo económico

y social comunal. Se financiará con recursos del Fondem.

El Nº 54 modifica el artículo 117, concerniente a los

plebiscitos municipales, en cuanto a enunciar de manera más

amplia las materias sobre las que puede versar el

plebiscito. Este artículo también tiene por objeto reforzar

la participación de la comunidad en la gestión municipal;

de manera que se amplía el espectro de temas, pero se

establece que estos deben guardar directa relación con el

quehacer de la comuna. Fue aprobado unánimemente.

El Nº 55 sustituye el inciso primero del artículo 121

en términos de prohibir la convocatoria a plebiscito. En

definitiva, regula la fecha en que debe llamarse a

plebiscito y se establece que no puede hacerse un año antes

de una elección.

El Nº 56 incorpora un artículo 123 bis, nuevo, en que

se consagra la posibilidad de que el alcalde, con acuerdo

del concejo, pueda convocar a consultas no vinculantes

sobre temas de interés municipal. Contó con la aprobación

unánime. Refuerzo la idea. Se amplía el ámbito de los

plebiscitos y se incorpora que las consultas -que se

diferencian de los plebiscitos en que éstas no son

vinculantes- también puedan ampliar su rango de acción para

que la comunidad o el vecindario, en algunos casos, pueda

participar y dar su opinión a la autoridad municipal

respecto de temas que resulten de su interés.

Se introduce un título VIII, nuevo, a la ley orgánica

constitucional de municipalidades, relativo a la creación

del Instituto de Información de Gestión Municipal, como un

servicio descentralizado funcionalmente, encargado de

recopilar, procesar y difundir antecedentes sobre la

gestión de las municipalidades. Es necesario señalar que la

Comisión de Gobierno Interior rechazó esta disposición y,

en su reemplazo, acordó establecer este ámbito de tareas en

un servicio público que detallo a continuación.

En el artículo 2° se entrega a la Subsecretaría de

Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del

Interior, la función relacionada con el quehacer de los

municipios, particularmente lo que tiene atingencia con los

aspectos financieros y presupuestarios, administrativos de

personal y prestación de servicios. Fue aprobado

unánimemente.

En definitiva, mediante esta norma se busca radicar en

la Subsecretaría aquellas tareas que se pretendían entregar

al Instituto de Información de Gestión Municipal.

El artículo 3º señala las atribuciones que se

confieren a la Subdere para los propósitos mencionados,

como asimismo, se la faculta para contratar personal, para

fines específicos, sin perjuicio de que puede requerir en

comisión de servicio a funcionarios especializados de otras

reparticiones públicas.

El artículo 4º fue aprobado por unanimidad. Su inciso

primero obliga a los municipios a entregar información

solicitada por la Subsecretaría para las tareas mencionadas

anteriormente.

El artículo 5º, aprobado por simple mayoría de votos,

crea la División de Municipalidades en la Subsecretaría de

Desarrollo Regional, conjuntamente con un cargo directivo

grado 3 y otro grado 4.

Quiero consignar y destacar que el primer informe de

la Comisión de Gobierno Interior pretendió dar la más

amplia participación a los diversos sectores interesados en

el quehacer municipal del país. Hay una larga lista de

instituciones, personas, institutos, organizaciones

gremiales, como la Asociación Chilena de Municipalidades,

la Asociación Nacional de Empleados Municipales de Chile,

Asemuch, cuyos dirigentes nos acompañan hoy en la sesión,

etcétera, que tuvieron directa participación en el trabajo

de la Comisión.

Por último, deseo señalar que la Comisión me ha

encargado poner de relieve el interesante papel jugado por

el Ministerio del Interior al hacer un trabajo coordinado y

recoger un número muy importante de indicaciones de los

integrantes de la Comisión de Gobierno Interior, las cuales

no podían ser tratadas porque correspondían a materias de

iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Por todas estas razones, la Comisión de Gobierno

Interior, que me ha brindado el honor de entregar el

informe, recomienda a los señores parlamentarios aprobar la

idea de legislar sobre el tema.

He dicho.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Corresponde

escuchar enseguida el informe de la Comisión de Hacienda.

Si le parece a la Sala, el Diputado informante de

Hacienda podrá usar el mismo procedimiento adoptado

respecto del Diputado informante de Gobierno Interior, de

manera de que pueda disponer de todo el tiempo que estime

necesario para rendir su informe.

De esa manera se completaría la primera parte.

Después, la Mesa con los Comités determinará cómo continúa

la tramitación del proyecto.

Si le parece a la Sala, así se procederá.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado informante de la Comisión

de Hacienda, señor Tomás Jocelyn-Holt.

 

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, tengo tres

opciones. La primera es leer el informe exactamente como

viene de la Comisión -lo que no es lo más pertinente-. La

segunda es hacerme cargo de la discusión -creo que va a ser

buena parte del debate de fondo- de este primer informe de

un proyecto bastante complicado o complejo. Desde luego,

sin perjuicio de que haya una discusión reglamentaria

legítima, existe también la inquietud de despachar el

proyecto lo mejor posible y que recoja todos los aportes

parlamentarios posibles. Y la tercera alternativa es

destacar derechamente, en nombre de la Comisión de

Hacienda, los aspectos más relevantes de su trabajo. Quiero

tratar de centrarme en ello.

En ese espíritu, en cumplimiento de las disposiciones

de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y

demás normas pertinentes del reglamento de la Corporación,

paso a informar sobre el trabajo que realizó la Comisión de

Hacienda luego de discutir el proyecto.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- ¿Me permite,

señor Diputado?

El Diputado señor Bayo desea plantear una cuestión de

Reglamento.

Tiene la palabra el Diputado señor Bayo.

 

El señor BAYO.- Señor Presidente, agradeceríamos que

el Diputado informante señor Jocelyn-Holt, se

circunscribiera al papel de informar acerca de las

resoluciones de la Comisión de Hacienda sin entrar al

debate. Él puede participar en la discusión, cuando

corresponda, pero en este minuto -repito- debe informar

acerca de las decisiones de la Comisión de Hacienda.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Jocelyn-Holt.

 

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, si me lo

permite, quiero corregir al Diputado señor Bayo.

En realidad, me referí a la discusión habida en la

Comisión -no a la discusión general-, al trabajo que

llevamos a cabo en la Comisión, de acuerdo con nuestras

atribuciones reglamentarias, y en esa virtud, no me queda

otra posibilidad que hacerme cargo de él. La otra

alternativa es, simplemente, leer el informe.

Ahora bien, como comprendo que aquí hay una discusión

de fondo respecto de una cuestión reglamentaria,

objetivamente hablando prefiero prefiero informar sobre lo

que hizo la Comisión de Hacienda en relación con el tema, y

después seguramente se generará una discusión sobre nuestro

cometido.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- ¿Me permite,

señor Diputado?

Creo que ya discutimos el tema hace un rato, y el

Presidente, Diputado señor Estévez, señaló que la Mesa lo

iba a discutir con los Comités. Entonces, lo que procede es

seguir escuchando los informes, y solicito a los señores

Diputados evitar referirse a un tema que ya fue discutido

al inicio de la sesión.

Para un asunto reglamentario, tiene la palabra el

Diputado señor Prokuriça.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, en lo personal,

considero que el hecho de rediscutir los temas en la

Comisión de Hacienda -como ocurre habitualmente- puede

sentar un precedente muy serio. Doy excusas al Diputado

señor Jocelyn-Holt por interrumpirlo, pero la Comisión de

Hacienda no puede volver a tratar temas que son de la

absoluta competencia de otras comisiones. En la práctica,

ocurre que se crea una instancia distinta, nueva.

A mayor abundamiento, en este caso el Ejecutivo ha

repuesto indicaciones rechazadas en la Comisión de Gobierno

Interior, generando con ello una situación absolutamente

irregular. Por lo tanto, discutir nuevamente estos temas

crea un precedente funesto para el futuro.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tanto a Su

Señoría como al Diputado señor Orpis, que me está pidiendo

la palabra, quiero señalarles lo siguiente:

Este tema -no sé si los señores Diputados estaban

presentes-. lo discutimos al inicio de la sesión y la Mesa

resolvió tratarlo con los Comités. Además, aclaro que, de

acuerdo con nuestro Reglamento, las medidas que se adopten

para un caso particular no sientan jurisprudencia; son

simples precedentes. Por lo tanto, no son obligatorios para

el futuro y es posible corregirlos.

En consecuencia, doy por zanjado el asunto y le daré

la palabra al Diputado señor Jocelyn-Holt. En todo caso,

advierto al Diputado señor Orpis que, al inicio de la

sesión, el Presidente de la Comisión de Hacienda, dio a

conocer la opinión de ella.

Tiene la palabra el Diputado informante de la Comisión

de Hacienda.

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, durante el

estudio del proyecto asistieron a la Comisión los señores

Carlos Figueroa, Ministro del Interior; Marcelo Schilling,

Subsecretario de Desarrollo Regional; Eduardo Pérez y Julio

Ruiz, asesor jurídico y jefe de la división de

municipalidades de la referida repartición pública,

respectivamente.

Asimismo, en representación de la Asociación Chilena

de Municipalidades, concurrieron los señores Jaime Ravinet,

Sady Melo, Hirma Miranda, Eugenio González y Sergio Núñez,

y en representación de la Asociación Nacional de Empleados

Municipales de Chile, asistieron su presidente, don Eduardo

Pastene, junto a un grupo de dirigentes.

El propósito de la iniciativa ya fue explicado por el

Diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior, y

me sumo a lo que señaló en su exposición.

El informe financiero remitido por la Dirección de

Presupuestos estima que el mayor costo de cargo municipal

que significa el proyecto se produce según el detalle que

señalo a continuación.

1. El derecho de los concejales a reembolso de gastos

por el desempeño de cometidos oficiales en el país

representa un gasto máximo estimado en 690 millones de

pesos al año, para el conjunto de municipalidades.

2. La creación del cargo de secretario ejecutivo del

Consejo Económico Social y Comunal -contemplado en el

proyecto original- representa un gasto anual aproximado

de 520 millones de pesos para todas las municipalidades

del país.

El Subsecretario de Desarrollo Regional explicó en su

exposición que la iniciativa propone introducir diversas

modificaciones a las funciones y atribuciones de las

municipalidades y de las unidades administrativas que

integran su estructura, así como a otros aspectos relativos

a su organización interna y fiscalización.

En materia de funciones y atribuciones municipales se

contempla incorporar el fomento productivo en el ámbito

local. Respecto de las atribuciones, se persigue robustecer

la autonomía municipal en materia de inversiones de

desarrollo local, de modo que las municipalidades puedan

efectuarlas con cargo a sus presupuestos, sin intervención

de ningún otro ministerio o servicio vinculado a la

naturaleza de la inversión, salvo la que legalmente

corresponda a la autoridad presupuestaria nacional y de

acuerdo con las normas técnicas que rijan la materia.

En lo referente a la organización municipal, el

Subsecretario de Desarrollo Regional señaló que se faculta

a las municipalidades que administren comunas de hasta 100

mil habitantes para adecuar su estructura interna a las

necesidades reales que deriven de la condición demográfica,

económica u otras específicas de la comuna respectiva, a

partir de una estructura mínima que la propia ley señala.

Adicionalmente, expresó que se contempla que esas mismas

municipalidades de comunas de menor población potencien su

capacidad orgánica mediante convenio con otras análogas,

destinado a compartir entre sí una misma unidad de línea o

de apoyo, con excepción de la secretaría municipal, lo cual

les permitirá lograr un mejor aprovechamiento de los

recursos humanos disponibles.

Por otra parte, manifestó que en materia de control se

propone extender al concejo la responsabilidad que tiene

actualmente la unidad pertinente de informar al alcalde

respecto de los actos municipales que estime ilegales. Hay

una de cambios en materia de control que se sometieron a

nuestra consideración.

En materia de gestión, explicó que se define un nuevo

perfil para el administrador municipal, asignándosele

nuevas funciones.

Si fuera necesario extractar las opiniones del alcalde

Jaime Ravinet, Presidente de la Asociación Chilena de

Municipalidades, tendría que decir que expresó que el

proyecto carece de normas que promuevan y garanticen la

autonomía municipal; que era necesario establecer una

normativa que radique en las municipalidades las

competencias suficientes para llevar a cabo las tareas de

interés local; se mostró partidario de fortalecer la

capacidad de gestión de los municipios; postuló la

necesidad de flexibilizar la estructura política y

administrativa de los mismos; destacó la necesidad de

adecuar los regímenes de personal, en cuanto a

remuneraciones, y consideró importante fortalecer el papel

de las unidades de control y el rol fiscalizador del

concejo, con el debido resguardo de la función del alcalde.

Por su parte, los representantes de la Asociación de

Empleados Municipales de Chile se manifestaron de acuerdo

con el proceso de modernización de las municipalidades,

poniendo énfasis en los debidos resguardos a la carrera

funcionaria. Señalaron su disconformidad con la

concursabilidad que contempla el proyecto, en especial con

la indicación del Ejecutivo que reemplaza el artículo 40.

Hicieron presente que no existe un mecanismo de

capacitación de los empleados municipales relacionado con

los ascensos.

La Comisión de Gobierno Interior dispuso en su informe

que nuestra Comisión tomara conocimiento de los numerales

24, 39, 41 y 53 del artículo 1º; de los artículos 3º, 4º y

5º permanentes y 3º y 4º transitorios, del texto aprobado

por ella. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó

incorporar a su estudio

-en lo que fuera pertinente- los números 2, 4, 5 E, 6, 10

A, 12, 16, 21, 22, 23 A, 25, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 34 A,

37, 38, 39, 40 A, 42 A, 43, 53 A, 53 B, 56 A, 57, 58 y 59

del artículo 1º; artículos 2º, 3º, 4º, 5º y 6º, y 1º, 2º

nuevo, 2º que pasa a ser 3º, 3º que pasa a ser 4º

transitorios, en conformidad con lo dispuesto en el párrafo

segundo del Nº 2 del artículo 220 del Reglamento de la

Corporación.

La Comisión de Hacienda acordó encargar el estudio

preliminar del proyecto a una subcomisión. En ella se

presentaron diversas indicaciones patrocinadas por el

Ejecutivo, la mayoría a petición de sus integrantes.

En resumen, las materias más relevantes que se pueden

destacar como conclusiones de nuestro trabajo, sumado al de

la Comisión de Gobierno Interior, son las siguientes.

En primer lugar, lo relativo a la Secretaría Comunal

de Planificación y Coordinación, Secplac. Creemos que se

debe definir un nuevo perfil de competencia de esta unidad,

concebírsela como una instancia de estudio y evaluación,

encargada primordialmente de la planificación comunal, de

las políticas, planes y programas, restándole la facultad

de coordinación, más propia del administrador municipal, de

acuerdo con su nuevo rol. Se mantiene a la Secplac como de

la exclusiva confianza del alcalde, actualmente vigente en

la ley.

En segundo término, consideramos al administrador

municipal como un ente mucho más operativo, y en ese

entendido aprobamos las siguientes innovaciones al texto

aprobado por la Comisión de Gobierno Interior. Hicimos

obligatoria la existencia del administrador municipal;

definimos el cargo como de la exclusiva confianza del

alcalde; redujimos a un año su inhabilidad para postularse

como candidato a alcalde o concejal en la misma comuna, y

lo concebimos como el encargado de la gestión operativa

permanente del municipio y de la coordinación de las

unidades municipales, es decir, como un gerente municipal.

En tercer lugar, entramos al examen de idoneidad de

los cargos directivos. Al respecto, rechazamos una

indicación del Ejecutivo que establecía la necesidad de que

los postulantes a los cargos directivos concursables,

además de cumplir con los requisitos legales, deberían

rendir un examen de idoneidad para el ejercicio del cargo a

proveer, idea manifestada durante la discusión en la

Comisión de Hacienda.

En cuarto lugar, a proposición del Ejecutivo, en el

artículo 40 aprobamos la concursabilidad interna y externa

de los cargos directivos de unidad de control, de obras

municipales, de administración de personal y finanzas, de

aseo y ornato, de tránsito y transporte público y

secretario municipal. La misma norma contempla la

existencia de una comisión calificadora de los concursos.

Asimismo, establecimos la obligatoriedad de adjudicar el

cargo al candidato que ocupe el primer lugar en la

selección del concurso. Con respecto a la situación de

quienes están sirviendo tales cargos, se establece una

disposición transitoria que regula una salida escalonada de

dichos funcionarios.

En quinto lugar, aprobamos normas relativas a permitir

que dos o más municipios contraten en conjunto, de planta o

a contrata, funcionarios para el mismo tipo de funciones.

En sexto lugar, rechazamos una indicación del

Ejecutivo que proponía que, atendido su nuevo perfil, el

administrador municipal subrogara al alcalde. Asimismo,

rechazamos otra proposición del Ejecutivo tendiente a que

la subrogancia del administrador municipal se extendiera,

en la representación del municipio, a la atribución de

convocar al concejo y a su derecho a voz en las sesiones.

No obstante, su presidencia siempre corresponderá a un

concejal.

En lo que se refiere a la vacancia del cargo de

alcalde, a proposición del Ejecutivo la Comisión de

Hacienda aprobó la siguiente fórmula para proveer dicho

cargo: llenar el cupo vacante para completar el número

total de concejales haciendo correr la lista y efectuando

una votación para que el concejo elija, de entre sus

miembros, por mayoría absoluta un nuevo alcalde. De no

existir mayoría absoluta, se repite la votación,

circunscrita esta vez sólo a las dos primeras mayorías de

la votación anterior, y si aún no se logra la mayoría o se

produce empate, será designado alcalde aquel concejal que

hubiera obtenido mayor número de preferencias ciudadanas.

Ahora bien, la diferencia con el texto aprobado por la

Comisión de Gobierno Interior es que éste no contempla la

primera votación.

En el tema de las adquisiciones y contrataciones

establecimos un reglamento, y respecto del texto aprobado

por la Comisión de Gobierno Interior innovamos en que,

existiendo aprobación de oferta técnica, la adjudicación

debería recaer necesariamente en la oferta más barata, y en

que las ampliaciones de obras o prestación de servicios

sólo podrán ser aprobadas por el municipio hasta por un

monto que no supere el 20 por ciento del valor del contrato

original.

Asimismo, agregamos algunos contenidos adicionales a

la cuenta del alcalde en una materia que puede ser

perfectible -tal como aparece en el artículo 59 que

modificamos- en el segundo informe. Sin embargo, a partir

de una indicación del Diputado señor Jürgensen,

consideramos indispensable introducir algunos ingredientes

adicionales en la cuenta del alcalde que, de alguna manera

permitan un mejor nivel de manejo de información y control

por parte de la ciudadanía.

En lo que se refiere a las asignaciones para el cargo

de alcalde, en el artículo 60 bis aprobamos vía indicación

del Ejecutivo, un mejoramiento en las remuneraciones del

alcalde con una asignación inherente al cargo,

correspondiente al 30 por ciento de su sueldo base. Sin

embargo, la Comisión de Hacienda solicitó al Ejecutivo que

esta asignación fuera más significativa, calculada sobre el

total de haberes, pero eliminando la percepción de horas

extraordinarias.

En lo referente a la contratación de auditoría

externa, mediante indicación del Ejecutivo, la Comisión de

Hacienda detalló con mayor precisión el objeto de dicha

auditoría, que podría contratar el concejo. Esta auditoría

evaluaría la ejecución programática, la ejecución

presupuestaria y el estado de situación financiera del

municipio. Asimismo, distinguió la periodicidad de la

auditoría de acuerdo con los ingresos anuales de los

municipios calculados en unidades tributarias anuales.

Al establecer ciertos beneficios para los concejales,

discutimos si deben tener una dieta específica o un

conjunto de beneficios que les permitan cumplir mejor sus

funciones. A proposición del Ejecutivo se establecieron

tres beneficios para los concejales: el derecho al pago

anual de dieta correspondiente a tres sesiones por concepto

de vacaciones; protección a los concejales para ausentarse

de su lugar de trabajo con el objeto de asistir a las

sesiones del concejo, sólo en el ámbito público municipal;

en el cumplimiento de sus funciones los concejales

quedarían sujetos al seguro contra riesgos de accidentes

del trabajo y enfermedades profesionales; además, se

autorizaría al Ministerio del Interior para efectuar

programas de capacitación para los mismos concejales.

La Comisión de Hacienda aprobó también que el concejo

debería conocer, en audiencia formal y pública, las

materias de interés comunal que no menos del uno por ciento

de los ciudadanos le plantee. Se discutió largamente

respecto del porcentaje que pudiera gatillar estas

audiencias públicas, pero, más allá de lo que se establece

en el informe, planteamos la necesidad de que este concepto

se incorpore en la mecánica del funcionamiento de las

municipalidades.

Por otro lado, a partir de lo que señalé respecto del

informe financiero, la Comisión rechazó del texto de la

Comisión de Gobierno la creación del cargo de secretario

ejecutivo del Cesco como funcionario específico.

En lo que se refiere a la coordinación del municipio y

de las organizaciones comunitarias, rechazó, por

considerarla programática, la norma propuesta por el

Ejecutivo en orden a establecer una coordinación permanente

entre los municipios y las organizaciones comunitarias.

Esta idea surgió a propósito de la discusión del proyecto

modificatorio de la ley sobre juntas de vecinos, porque

consideramos que no era el artículo adecuado para

especificarla.

Por indicación del Ejecutivo, se establece que en las

municipalidades deberán existir oficinas de reclamos

abiertas al público, conminándolas a disponer un

procedimiento para el tratamiento de los reclamos y plazos

de evacuación de las respuestas.

Asimismo, aprobamos un conjunto de indicaciones

referentes a las normas de administración transitoria de

comunas nuevas. Cada vez que hemos tratado este tema -como

en el caso de Chiguayante, Padre Las Casas y otros- hemos

debido abocarnos a determinar el régimen de administración

transitorio y a cómo se traspasan sus bienes. Desde este

punto de vista, a través de los artículos 140 y 141,

nuevos, se señala el régimen de transición en forma

bastante detallada.

Por otro lado, aprobamos normas para prohibir que los

parientes de los alcaldes y de los concejales ejerzan

cargos de administración en entidades y corporaciones que

reciban aporte municipal. En el pasado hemos tenido

dificultades de distinta naturaleza con esas personas.

Por lo tanto, en corporaciones municipales que

administren servicios de educación y salud, de orden

cultural u otros, y en asociaciones o entidades privadas de

distinta naturaleza que eventualmente reciban aportes

municipales, nos parece que los cargos de administración no

deben ejercerlos parientes del alcalde o de los concejales.

Es decir, se hace extensiva la misma norma del Estatuto

Administrativo que prohíbe a los alcaldes contratar con

parientes o con instituciones con fines de lucro.

Paralelamente, otorgamos facultad a la Contraloría

para fiscalizar las corporaciones municipales, entendiendo

por tales aquellas que se constituyen al amparo del título

VII de la ley orgánica constitucional de municipalidades,

como también -esto es importante- las que lo hayan hecho

con arreglo al decreto con fuerza de ley Nº 1 3.063, de

1980, del Ministerio del Interior, que reguló las

corporaciones de educación y salud -son 53 en el país-, las

cuales han motivado muchas discusiones por la falta de

control sobre ellas que existe actualmente por parte de la

Contraloría.

En general, ésas son las menciones específicas de lo

que hemos realizado. En el informe figuran las indicaciones

rechazadas. Lo importante es dejar constancia de las normas

que, según nuestro informe, requieren quórum de ley

orgánica constitucional. Son los numerales 2, 4, 5, 6, 10

A), 12, 16, 21, 22, 24, 25, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 34 A),

37, 38, 39, 40 A), 41, 42 A), 43, 53, 53 A), 53 B), 56 A),

57, 58 y 59 del artículo 1º.

Este informe se terminó después de siete sesiones

efectuadas durante tres meses.

Estamos conscientes de que generará cierta polémica.

Simplemente me limito a informar hasta este punto.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Ministro del Interior, señor Carlos Figueroa.

Por consiguiente, el Orden del Día se prorrogará por

todo el tiempo que dure su intervención. El resto del

debate continuará en la sesión de mañana.

 

El señor FIGUEROA (Ministro del Interior).- Señor

Presidente, la importancia de esta reforma municipal está

en directa relación con la relevancia de los municipios en

la vida cotidiana y en la calidad de vida de los chilenos,

así como en la modernización del Estado. Probablemente,

esta reforma institucional será la más importante que el

Ejecutivo y el Legislativo tendrán la oportunidad de

estudiar y despachar en este período parlamentario.

Hoy, las municipalidades tienen seis funciones

privativas y trece funciones compartidas con otros

organismos de la Administración Pública; manejan 21

subsidios sociales; son responsables de la educación del 60

por ciento de los niños chilenos y de la atención de la

salud primaria de aproximadamente el 50 por ciento de la

población; manejan alrededor de 1.300 millones de dólares,

equivalentes al 2 por ciento del producto interno bruto, y

son el único servicio público presente en las 334 comunas

del país.

Así, los municipios se convierten en la principal

ventanilla de acceso a los diversos servicios públicos y,

en consecuencia, en el principal y más directo medio de

relación entre los ciudadanos y el Estado.

Por nuevas reformas y leyes, los municipios se hacen

cargo, además, de cuestiones tan relevantes como el fomento

productivo, el apoyo al consumidor, la defensa del medio

ambiente y, por convenio con servicios, de temas como la

igualdad de oportunidades de la mujer, del empleo y del

desarrollo juvenil.

Sin embargo, la muestra de nuestra realidad municipal

no estaría completa sin la diversidad existente entre las

municipalidades chilenas y los contrastes que ellas

denotan. Sólo por vía de ejemplo, los ingresos propios de

la comuna de Santiago, en 1994, alcanzaron a 28 mil

millones de pesos de ese año, y los de la comuna de

O’Higgins, apenas a 65 millones de pesos, de los cuales 64

millones son aportes del Fondo Común Municipal.

Este breve bosquejo de la situación de los municipios

explica por sí mismo la necesidad de crear condiciones

institucionales más dúctiles, que contribuyan al

perfeccionamiento de la gestión municipal y que den,

asimismo, fundamento a la dirección de esta reforma.

A continuación, quiero reseñar los principales

aspectos de esta reforma sometida a la consideración de la

Cámara de Diputados.

En primer lugar, el traspaso de nuevas competencias a

los municipios. La propuesta del Gobierno flexibiliza el

régimen de competencias municipales, haciéndose cargo de la

heterogeneidad de las capacidades y necesidades de las

actuales municipalidades. Es así como en la reforma

constitucional que se encuentra en el Senado, hemos

propuesto que ellas puedan solicitar al Presidente de la

República el traspaso de nuevas competencias que,

incidiendo en materias de interés comunal, se encuentren a

cargo de ministerios, organismos u otros servicios

funcionalmente descentralizados. En consecuencia, las

municipalidades más desarrolladas podrán hacerse cargo de

nuevas responsabilidades, sin tener que esperar el

fortalecimiento de las más débiles, lo que les permitirá

avanzar con prudencia y de manera gradual hacia el concepto

de un nuevo municipio.

El fortalecimiento de la gestión municipal. En este

ámbito, y asumiendo también el hecho de la diversidad

municipal y comunal, la reforma se orienta a facilitar la

adecuación de los municipios a las distintas realidades

sociales, económicas, culturales y financieras en que

prestan sus servicios.

Manteniendo una misma definición de municipio, de

atribuciones y funciones, así como de estructura básica -o

sea, secretaría municipal, unidad de control y

administrador municipal o secretario de planificación, para

las municipalidades que atienden situaciones complejas- se

posibilita la subdivisión en direcciones, departamentos y

unidades, de modo que puedan abordar cada problema con la

especialización y profundidad necesarias.

Por otra parte para los municipios intermedios o

pequeños -que son la gran mayoría- se proponen cambios

institucionales que les permitan fusionar unidades y

asociarse entre ellos para compartir unidades y

funcionarios calificados difíciles de conseguir

aisladamente por la débil estructura de sus finanzas.

En estas materias, la reforma propuesta contempla,

entre otras, las siguientes medidas:

-Fortalece el papel del alcalde como el principal

gestor de la municipalidad.

-Fortalece el rol del concejo municipal como órgano

fiscalizador, normativo y resolutivo.

-Establece la figura del administrador municipal como

una especie de gerente público con requisitos académicos de

estudios superiores en administración, como cargo de

confianza del alcalde y con funciones operativas y de

coordinación, dejando al secretario comunal de

planificación como responsable, precisamente, de la

planificación y estudios de la comuna.

-Permite la asociación entre dos o más municipalidades

para compartir una misma unidad o funcionario, pudiendo

éste desempeñarse en el mismo cargo directivo en todas

ellas simultáneamente, y recibir una remuneración acorde

con esta responsabilidad múltiple.

-Promueve la provisión, por concurso interno o

público, de oposición y antecedentes, de los principales

cargos directivos de la municipalidad, estimulando así el

acceso a tales cargos por desempeño meritorio, capacitación

o perfeccionamiento profesional.

-Flexibiliza la organización interna del municipio,

pudiendo establecerse ésta a proposición del alcalde y con

el acuerdo del concejo para cada municipalidad, según la

realidad que deba atender cada una, quedando facultado el

alcalde para proveer el personal necesario a las diversas

direcciones, departamentos y unidades que el acuerdo

municipal genere.

En tercer término, aspectos importantes de esta

reforma dicen relación -como ha sido señalado por los

Diputados informantes de las Comisiones de Gobierno

Interior, y de Hacienda- con la ampliación de los espacios

de participación de los vecinos en la actividad comunal.

El Gobierno propone fortalecer la participación de la

comunidad, organizada o individualmente, en la actividad

municipal por la convicción de que el control social de las

instituciones públicas, así como la transparencia de éstas,

es un gran estímulo a su modernización y eficiencia.

Las personas, naturales o jurídicas, pagan impuestos

municipales, contribuciones de bienes raíces, patentes

comerciales y profesionales, permisos de circulación,

derechos de aseo y otros. En consecuencia, tienen el

derecho de exigir buenos servicios a cambio de su

contribución impositiva.

Por ello, en la reforma municipal se proponen varias

medidas de fortalecimiento de la participación.

En primer lugar, se amplía el número de consejeros

económico sociales comunales para mejorar la

representatividad de los Cesco y se aumenta el número de

sesiones; así simplifica el régimen de reemplazo de los

consejeros y se les impone nuevas obligaciones de

asistencia a sesiones, como asimismo la de informar a las

organizaciones que representan.

Por otra parte, se dota a los Cesco de un secretario

ejecutivo designado por el mismo consejo, con el fin de dar

continuidad a su accionar.

En segundo término, se propone eliminar el carácter

sólo consultivo del Cesco, con el fin de darle mayores

atribuciones, en especial la de evaluar públicamente la

calidad de la gestión de los servicios municipales y la de

ejercer el recurso consagrado en la ley orgánica

constitucional de municipalidades, referido al

procedimiento de reclamación de los vecinos por acciones u

omisiones legales del municipio.

En tercer término, se simplifican las normas del

plebiscito sobre materias de interés comunal y se establece

la posibilidad de convocar a consultas no vinculantes a la

población mayor de 18 años de la comuna, en materias

propias de la competencia municipal.

Se establece también la existencia de oficinas de

reclamos, abiertas a la comunidad en general, así como la

consagración de un procedimiento público para el

tratamiento de los mismos, incluido el plazo de respuesta.

Por último, se consagra la obligatoriedad del alcalde

y del concejo de recibir en audiencia pública la opinión de

los vecinos sobre materias de interés comunal que un número

determinado de ciudadanos de la comuna plantee.

Por último, nos detendremos más profundamente en un

contenido de vital importancia en la reforma, que tiene que

ver tanto con la eficiencia como con el prestigio de la

institucionalidad municipal. Me refiero al

perfeccionamiento de los mecanismos de fiscalización,

probidad y transparencia.

En la reforma se ha propuesto una serie de enmiendas a

la ley orgánica constitucional de Municipalidades,

relacionadas con el fortalecimiento del ejercicio ético de

la función pública, con la probidad administrativa del

desempeño de la misma y con la transparencia de la gestión

municipal.

El objetivo de estas reformas es contribuir a disipar

las imágenes que deterioran el prestigio de la institución

del municipio, tan necesaria para la profundización

participativa de la democracia y para que los propios

ciudadanos intervengan en la determinación de su vida

cotidiana.

Es así como se proponen los diferentes ámbitos de

medidas.

En cuanto al perfeccionamiento de la fiscalización por

parte del concejo municipal, se dispone lo siguiente:

a) Se fija un plazo perentorio al alcalde, de quince

días, para contestar las observaciones que con fines de

fiscalización a sus actuaciones le formule el concejo.

b) Se consagra la facultad del concejo para designar a

dos integrantes del directorio de cada corporación o

fundación en que tenga participación la municipalidad.

c) Se faculta al concejo para solicitar informe a las

corporaciones y fundaciones municipales y a las entidades

que reciban aportes del municipio, exclusivamente

respecto del destino de los recursos municipales

recibidos por ellas.

d) Se reduce a un tercio del concejo el quórum

necesario para disponer las diferentes acciones de

fiscalización por el mismo, dando así a la minoría la

posibilidad de emprenderlas.

e) La fiscalización por el concejo se extiende a la

evaluación de la gestión del alcalde, especialmente para

verificar que los actos municipales se hayan ajustado a

las políticas, normas y acuerdos adoptados por aquél en

uso de sus facultades.

f) Asimismo, cualquier concejal podrá poner en

conocimiento de la Contraloría General de la República

las acciones u omisiones ilegales que detecte, así como

denunciar a los tribunales de justicia los hechos

constitutivos de delito.

g) Por otra parte, el concejo podrá contratar, una vez

al año, una auditoría externa que evalúe la marcha de la

gestión municipal.

h) Se establece la sanción de una multa y la nulidad de

su voto al concejal que tome parte en la discusión y

votación de asuntos en el que él o sus parientes estén

interesados, salvo el nombramiento o designaciones que

deban recaer en los propios concejales.

i) Finalmente, el alcalde deberá presentar, oportuna y

fundadamente al concejo: el plan comunal de desarrollo,

el presupuesto municipal, el plan regulador, las

políticas de servicios municipales, en especial de salud

y educación, y las políticas y normas generales sobre

licitaciones, adquisiciones, concesiones y permisos. Si

el alcalde incumpliera reiterada y negligentemente esta

obligación, su conducta será considerada como notable

abandono de sus deberes, pudiendo cesar en su cargo de

acuerdo con la letra c) del artículo 53 de la Ley de

Municipalidades. Ello tiene por objeto garantizar que el

alcalde decida según las políticas aprobadas por el

concejo, y que éste pueda fiscalizar la gestión del

alcalde con normas objetivas.

En relación con el fortalecimiento de la unidad de

control interna de la municipalidades, referida a los

aspectos indicados al comienzo de la última parte de mi

intervención, se consideran las siguientes medidas:

a) Con el fin de facilitar el apoyo de la unidad de

control a la labor fiscalizadora del concejo municipal,

se propone que la jefatura de la misma se provea por

concurso público, que su nombramiento sea aprobado por el

concejo y que su remoción sólo pueda efectuarse por el

acuerdo de los dos tercios del mismo concejo. Ello da

estabilidad al ejercicio de su función y apoyo técnico al

concejo para su labor fiscalizadora.

b) La unidad de control representará también al concejo

acerca de los actos municipales que estime ilegales y no

como actualmente que sólo representa al alcalde. Además,

esta unidad emitirá un informe semestral acerca del

estado de avance del ejercicio programático

presupuestario, así como de la auditoría externa que el

concejo podrá encargar.

c) El personal que se desempeñe en esta unidad de

control no podrá ser destinado a otras funciones, salvo

que lo acuerde el concejo.

d) La unidad de control fiscalizará también las

corporaciones y fundaciones en que tenga participación la

respectiva municipalidad, en lo referido a los aportes

que les sean entregados por la misma.

En relación con la transparencia de la gestión

municipal:

a) Se establecen los contenidos mínimos que deberá

considerar la cuenta anual del alcalde y del concejo,

haciéndola más omnicomprensiva del quehacer municipal.

Un extracto de la cuenta del alcalde y del concejo

deberá ser publicado en un diario o periódico de

circulación a lo menos provincial, el que deberá contener

una síntesis del informe evaluativo que de la misma efectúe

el consejo económico y social comunal.

Al efectuar el balance de la ejecución presupuestaria,

el alcalde deberá señalar la forma en que la estimación de

ingresos y la previsión de gastos se han cumplido

efectivamente.

b) Se establece que las renovaciones de las concesiones

municipales sólo podrá efectuarlas el concejo dentro de

los seis meses que anteceden a su expiración. Ello, con

el fin de evitar una renovación excesivamente anticipada.

c) Se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional

y Administrativo para recoger, procesar y difundir

información relacionada con el quehacer de los

municipios, especialmente en lo relativo a su gestión

financiera. Ello permitirá que la ciudadanía conozca el

destino de sus aportes y pueda evaluar con datos

objetivos el destino y uso que de ellos hace su

municipio.

d) Por último, se consagra la obligatoriedad de que en

cada municipio exista un reglamento de contrataciones y

adquisiciones, el cual deberá determinar los

procedimientos de resguardo necesarios para la existencia

de la debida objetividad, transparencia y oportunidad en

las contrataciones y adquisiciones que se efectúen. Así

se suprime toda influencia irregular en la adjudicación y

se establecen, asimismo, las condiciones del llamado a

licitación, las bases administrativas generales, las

especificaciones técnicas, los criterios de selección y

de adjudicación.

Señor Presidente, he querido referirme en esta

intervención a los aspectos más importantes de una reforma

en que, para señalarlo muy claramente ante el país y la

opinión pública, el Ejecutivo y el Parlamento hemos hecho

un trabajo de colegislación realmente notable.

No sería justo si no terminara mi intervención

agradeciendo profundamente el enorme trabajo de

colaboración que hemos tenido de las Comisiones de Gobierno

Interior, Regionalización y Planificación, y de la de

Hacienda, en la elaboración definitiva de este proyecto

sujeto a la consideración de la Cámara. Hemos tenido largas

sesiones compartiendo ideas y proposiciones; hemos recibido

innumerables aportes de los señores Diputados, tanto de

Gobierno como de la Oposición, en la formulación del

proyecto y, en definitiva, fue aprobado su articulado por

unanimidad. Eso revela de manera concreta la expresión de

colegisladores que aparece doctrinariamente en los textos,

pero que la opinión pública no tiene la oportunidad de

advertir cuando se concreta en la realidad un trabajo tan

importante para la gente, como es la reforma municipal que

se ha puesto a consideración de la Cámara.

Es la respuesta más clara que podemos dar los

políticos a las inquietudes de la gente, radicadas

fundamentalmente en aquello que está más próximo a su vida:

los municipios. De ellos se espera la atención a sus

necesidades, la respuesta a sus inquietudes y que sus

recursos sean administrados lo más eficientemente posible

en función de las necesidades del barrio, del vecindario,

de la población o la ciudadanía.

Finalmente, los señores Diputados, especialmente

quienes colaboraron con nosotros en las Comisiones y los

que tengan la oportunidad de hacer el trabajo en la Sala,

pueden sentirse muy satisfechos de dar una respuesta clara

a la gente respecto de sus municipios, que es lo que ellos

esperan.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ha terminado el Orden

del Día.

Vamos a continuar tratando el proyecto en la sesión de

mañana.

 

 

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

 

RELIQUIDACIÓN DE PENSIONES DE PROFESORES EXONERADOS.

(Votación).

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- El proyecto de

acuerdo Nº 427, relativo a los profesores exonerados, fue

tratado en la sesión anterior y ahora sólo corresponde su

votación.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 32 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1

abstención.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay quórum. Se va a

repetir la votación.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 40 votos. No hubo votos por la negativa ni

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobado el proyecto

de acuerdo.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ascencio,

Aylwin (don Andrés), Balbontín, Cantero, Ceroni, Cristi

(doña María Angélica), Elgueta, Elizalde, Escalona,

Estévez, Gajardo, Galilea, García (don René Manuel), García

(don José), Jocelyn-Holt, Kuschel, Luksic, Montes, Morales,

Muñoz, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Pérez (don Aníbal),

Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Salas, Seguel, Sota,

Tohá, Tuma, Urrutia (don

Salvador), Venegas, Villouta, Wörner (doña Martita) y

Zambrano.

 

MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE TIPIFICACIÓN DE CARNE BOVINA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

dará lectura al segundo proyecto de acuerdo.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto Nº 428, de

los señores García, don José; Jürgensen, Galilea, Correa,

Letelier, don Felipe; Álvarez-Salamanca, Taladriz,

Arancibia, Acuña, Prokuriça, Caminondo, Sota, Villouta,

Hernández, García-Huidobro, Ribera, Hurtado, Pérez, don

Ramón;

Kuschel, García, don René; Errázuriz, don Maximiano;

Vilches, Hamuy, Karelovic, Bayo, Morales, Martínez, don

Rosauro;

Sabag, Zambrano, Gutiérrez, Venegas, Urrutia, don Salvador;

Vargas, Munizaga y Vega:

 

"Considerando:

1º Que, el Instituto Nacional de Normalización (INN),

es el organismo oficial que tiene a su cargo el estudio y

la preparación de las normas técnicas a nivel nacional.

2º Que, en el estudio de estas normas participan en la

mayoría de los organismos que podrían verse afectados por

la respectiva norma. Así, en las normas chilenas

Nºs 1306, 1423 y 1424, referidas a la clasificación y

tipificación de carnes, participaron entre 40 y 60

personas, representando a más de 40 instituciones, como a

las asociaciones gremiales, a profesionales, a empresas,

a municipalidades, a institutos de investigación, a

universidades, a servicios fiscalizadores, al Ministerio

de Agricultura, etc.

3º. Que, la ley Nº 19.162, denominada Ley de las Carnes,

estableció un sistema obligatorio de clasificación y

tipificación de carne de bovinos, basada en las normas

chilenas 1306, 1423 y 1424, aprobadas por el Consejo del

Instituto Nacional de Normalización, en sesiones

celebradas el 14/12/93 y el 27/12/94.

4º. Que, la Nch 1306 establece las 6 categorías de la

carne V A C U N O. También determina las 3 variables que

deben calificarse en la certificación de calidad: clase

de animal (novillo, vaca, buey, etc.), edad y cobertura

de grasa (1, 2, 3). La medición exclusivamente de éstas

variables, no han resultado suficientemente eficaces para

la aplicación de un sistema de tipificación por calidad y

menos para calificar el mejor sabor, la textura y la

terneza, que podría determinarse mediante la medición de

otras variables como por ejemplo: el tamaño del ojo del

lomo, el color del músculo, la grasa infiltrada, etc.

5º. Que, la experiencia ha mostrado que no

necesariamente la carne de un animal de 2 dientes

definitivos sea superior a la de un animal de 4 dientes

(edad), ni tampoco uno de una cobertura de grasa de "1",

en relación al de cobertura de grasa "3" (más grasa), ya

que la carne en sí es mejor cuando corresponde a un

animal con mayor grado de gordura.

6º. Que, existe una opinión técnica bastante

generalizada en cuanto a la necesidad de modificar las

normas chilenas, en el sentido de agrupar las categorías,

"V" y "A" (novillo, vaquilla, torito y vaca joven) y las

"U" y "N" (vaca adulta, buey, toro y toruno), de tal

forma de reducir las categorías de 6 a 4 y así

simplificar el sistema de tipificación y adecuarlo a la

realidad.

Por lo tanto, la Cámara de Diputados ha aprobado el

siguiente:

Proyecto de Acuerdo:

"Solicitar al señor Ministro de Agricultura y al

Instituto Nacional de Normalización, la pronta convocatoria

de una "Comisión Especial", con la participación de los

organismos que correspondan, para revisar las normas

chilenas 1306, 1423 y 1424; y analizar la conveniencia de

modificarlas, para corregir las distorsiones que la

tipificación ha incorporado al mercado de la carne,

adecuándolo a la realidad existente, en cuanto a determinar

la calidad a través del mejor sabor, textura y terneza."

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para apoyar el

proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, la ley Nº

19.162 estableció un sistema obligatorio de clasificación y

tipificación de carnes de bovino basado en las normas

chilenas números 1.306, 1.423 y 1.424, aprobadas en 1993 y

1994 por el consejo del Instituto Nacional de

Normalización, encargado del estudio y preparación de todas

las normas técnicas a nivel nacional.

Durante la vigencia del sistema obligatorio de

tipificación de carnes, ha habido opiniones en cuanto a que

las categorías y variables que se deben considerar en la

calificación de la carne no están determinando con

exactitud la calidad del producto y ha causado, por lo

tanto, algunas distorsiones, especialmente en el mercado

del ganado.

Se pretende convocar a la comisión especial, con el

objeto de que el Instituto estudie las normas indicadas en

el proyecto de acuerdo, cuyo texto se ha modificado,

eliminando la frase "ya sea agrupando las categorías "V", y

"A", y "U", y "N", a fin de darle mayor amplitud a la

discusión de dicha comisión especial.

Estas comisiones especiales están conformadas,

fundamentalmente, por representantes de instituciones que,

de alguna forma, pueden verse afectadas por las normas.

Habitualmente se reúnen entre 30 y 40 instituciones, o 60

personas, a discutir la norma.

Nos parece adecuado que el Instituto de Normalización

convoque a esta comisión especial, a fin de someter a

discusión las normas planteadas.

Por lo tanto, solicito el apoyo unánime de los señores

parlamentarios, a fin de aprobar este proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Para hablar a favor

del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor

Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, también estoy

totalmente de acuerdo con el proyecto presentado, ya que me

ha tocado recibir una serie de reclamos en relación con el

problema de la tipificación de la carne.

En todo caso, quiero hacer presente que ayer, en

Televisión Nacional, vi una información relacionada con la

modificación de los criterios de tipificación, con el fin

de evitar la transgresión o el incumplimiento de las normas

por parte de los exportadores de carne de otros países.

Estoy cierto de que este proyecto de acuerdo es

necesario para resolver la situación desmedrada en que

están quedando los productores chilenos.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra

para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

 

Ofrezco la palabra.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

Aprobado.

-o-

 

AMPLIACIÓN DE TIEMPO PARA TRATAR TEMA AMBIENTAL.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señores Diputados, en

la sesión de mañana, en el tiempo de Incidentes, se tratará

el tema ambiental. Para tal efecto, propongo también

destinar el de los proyectos de acuerdo, repartiéndolo

proporcionalmente entre las bancadas.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

 

-o-

 

 

IX. HOMENAJE

 

CENTENARIO DE LA COMUNA DE PUNTA ARENAS.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Por acuerdo de la

Sala, corresponde rendir homenaje a la comuna de Punta

Arenas, en el centenario de su creación.

Se encuentran presentes en la tribuna de honor don

Marcos Sapunar, Presidente del Círculo Magallánico de

Quilpué y demás miembros de su directiva; doña Ana María

Díaz, Vicepresidenta del Colegio de Profesores de

Magallanes; doña Sandra Leiva, Presidenta del Colegio

Comunal de Profesores de Punta Arenas; doña Haydée Arias,

Vicepresidenta del Colegio de Profesores comunal de Punta

Arenas, y Jorge Restovic, Presidente de la Central Unitaria

de Trabajadores de Punta Arenas.

Además, hemos recibido una conceptuosa carta de los

señores alcalde y concejales, agradeciendo el homenaje, en

la que nos expresan la imposibilidad de hacerse presente

por la celebración que se está efectuando en este momento

en Punta Arenas.

Para iniciar el homenaje, tiene la palabra el Diputado

señor Pedro Muñoz.

El señor MUÑOZ (de pie).- Señor Presidente, honorables

colegas:

Como parlamentario de la Región de Magallanes y de la

Antártica chilena, rindo, en esta ocasión, un sentido

homenaje y entrego un especial reconocimiento a mi querida

ciudad de Punta Arenas.

Punta Arenas, que en invierno viste ropaje de la

nostalgia y de lo moderno; que por dentro se inquieta de

neblinas, escarchas y brisas marinas; que por la tarde ya

es noche y en las calles la nieve se aburre lentamente

hacia la helada nocturna.

Punta Arenas, en verano, también viste ropajes de

invierno, pero por dentro se llena de estrellas, viento y

rojos atardeceres.

Sus inquietudes de ciudad, responsable de una comuna y

de una región, se extiende desde su plaza de armas hacia

los cerros, cruzando parques forestales, el cerro Andino y

la otra cara de la península; desde el viejo puerto a la

caleta de pescadores en Punta Carrera, el fuerte Bulnes y

la historia trágica de Puerto de Hambre; desde sus avenidas

e íntimos rincones del pasado a su moderno aeropuerto, la

industria petroquímica en Cabo Negro, el de Pecket y

nuevamente el mar.

Así se nos va abriendo esta comuna con sus grandes

sueños y realizaciones. Gasoductos inyectan la energía

necesaria; las calles se abren al progreso; se extienden

avenidas y se construye un nuevo puerto.

Son los grandes desafíos del presente.

Antes, a fines del siglo pasado, también se comenzaba

a trabajar en las grandes cosas, en los grandes desafíos:

un puerto que se inquietaba por la presencia de cientos de

embarcaciones provenientes de todo el mundo; la energía

eléctrica que se ve concretada en forma visionaria; el

telégrafo y el teléfono; el periódico, las construcciones

de inspiración europea y la inmigración hacen adquirir

increíbles esperanzas a un esforzado grupo de colonos de

las más diversas latitudes.

Por aquella época comienza a perfilarse en el extremo

sur del mundo esa institucionalidad llamada "municipio". El

21 de junio de 1896, hace cien años, en pleno invierno en

la austral localidad, es promulgada la ley

Nº 363, que dispone la creación de la comisión de alcaldes

del territorio de Magallanes.

Esta iniciativa tiene su evolución histórica desde el

primer cabildo en Chile, de 1541, hasta 1854, en que se

dicta la primera ley de municipios, que establecía las

relaciones de la municipalidad con el gobierno; en 1887 se

decreta traspasar nuevas atribuciones al alcalde y, en ese

entonces, el antiguo cabildo era llamado "alcaldía". Y en

1891 se dicta la ley de comunas autónoma, creada para

lograr la independencia política, administrativa y

financiera de los municipios.

La referida ley era una normativa general de

contribuciones, que aprobaba su recaudación por ocho meses

y autorizaba el cobro de las contribuciones municipales en

el territorio de Magallanes.

Según la misma ley, las contribuciones municipales

puestas en vigencia en Magallanes serían administradas por

una comisión compuesta por el gobernador del territorio y

tres alcaldes, que procederían de acuerdo con el reglamento

que dictaría el Presidente de la República.

A la promulgación de la ley, realidad que premiaba el

tesón, el empeño y la visión del gobernador Manuel Señoret,

éste se reúne con tres personas que desempeñaban las

funciones de alcaldes judiciales, los recordados vecinos

Lautaro Navarro, Rómulo Correa y Juan Bitsch, a fin de

constituir la junta municipal creada por la referida ley.

Así, con premura y todo, comenzaba a nacer la

municipalidad de Punta Arenas.

Este sentido homenaje, indudablemente que tiene el

sabor y los flujos influyentes de las vivencias, eso que

tanto marca a quienes hemos transitado, en cuerpo y

pensamiento, por calles, barrios y avenidas de Punta

Arenas, por Fuerte Bulnes, Río San Juan, Parque Chabunco,

Río Seco; en fin, por sus geográficas circunstancias y por

esa descolorida pradera que une pasado, presente y futuro.

Así se nos va presentando nuestra querida comuna de

Punta Arenas.

La ley orgánica constitucional de municipalidades,

reformada en marzo de 1992 por la ley 19.130, regula la

estructura y el funcionamiento de las municipalidades del

país, y el municipio de Punta Arenas tiene importantes

desafíos que enfrentar. No será una tarea fácil, pero están

los precedentes de otras situaciones históricas en las que

también se debieron enfrentar grandes dificultades. Punta

Arenas intenta crecer de mil maneras, con una economía en

que influyen vaivenes según sean las circunstancias del

momento.

Hace cien años, la región de Magallanes se

caracterizaba por su extremada baja densidad poblacional,

con una marcada presencia extranjera -sobre el 40 por

ciento de la población- y con un predominio del sexo

masculino, acentuado en el ámbito rural, especialmente el

campesino.

Así es como, a fines del siglo pasado y comienzos del

actual, se consolida la actividad ganadera. Comienzan a

llegar colonos nacionales, en especial de Chiloé.

El hombre llega a los más apartados lugares de la

región y revienta la locura aurífera en Tierra del Fuego y

en otros lugares del territorio regional.

Punta Arenas recibe los coletazos positivos y

negativos de esa fiebre mineral.

Termina la fiebre y también parte importante del

romanticismo resultante de esa mezcla de dureza, ilusión y

aventuras

Se sigue manteniendo la condición monoproductora de la

región basada en la ganadería.

La apertura del Canal de Panamá, el año 1914, propina

una violenta bofetada a la economía de Magallanes, en

especial, a la ciudad de Punta Arenas.

El simple habitante de la comuna ve apagarse luces de

hoteles, barcos y comercio, y no logra entenderlo o

relacionarlo con las externalidades de los hechos

trascendentes.

Nacen importantes movimientos sociales y campesinos.

La ciudad, de todas maneras, sigue creciendo.

A pesar de los momentos difíciles de los años 20 y 30,

se destacan con mayor significado el empuje y optimismo de

quienes creen en Magallanes y en su ciudad. Comienzan a

destacarse líderes de opinión, casi todos populares, y de

claro compromiso social, como los ya fallecidos Diputados

Juan Efraín Ojeda y Ernesto Guajardo Gómez, éste último

alcalde de la ciudad de Punta Arenas.

El año 1945, como una recompensa de la naturaleza a la

persistencia, brota en Magallanes el petróleo,

acontecimiento que cambia, hasta nuestros días, la cara y

los dibujos de la economía regional.

A partir de los años 45 y 50, se acentúa la

característica de elegir alcaldes a aquellas personas

altamente representativas de la comunidad, sumamente

populares y de un claro cariño y entrega por su ciudad. Y

en 1992, renace esa característica, después de casi 20 años

sin elecciones municipales.

En los años 60, y algo más adelante, Punta Arenas ve

llegar el progreso a pasos agigantados.

La Corporación de Magallanes crea nuevas industrias.

El petróleo sale de la mano con el gas natural y se

produce una verdadera revolución energética en la ciudad.

La poética y añorada visión del viejo camión carbonero

transitando por las calles empedradas de Punta Arenas,

ofreciendo su producto de casa en casa, es cambiada por una

moderna red de distribución de gas natural que llega

orgullosa a la ciudad, alimentando la generación eléctrica

y la energía tan vital en cada momento del año, en que

calor y familia forman un núcleo generacional indivisible

cuya tradición aún cuesta desplazar.

Al comenzar, hacía mención a los grandes desafíos del

presente. Hablamos de una ciudad y de una región, que por

sus características geográficas y climáticas le es muy

difícil y oneroso acercarse al resto del mundo.

Las nuevas tecnologías han sido importante aporte a la

comunicación de Punta Arenas con el resto del país y el

mundo. Los medios de transporte llegan por cielo, mar y

tierra. Pero aún el magallánico se siente aislado

económicamente.

Los esfuerzos de las actuales autoridades por

solucionar los principales problemas de la comuna se

identifican en iniciativas como el Proyecto Región, ejemplo

de participación ciudadana, o como las señaladas en el Plan

Austral de Desarrollo Productivo.

Las potencialidades de la comuna están latentes: allí

están los hidrocarburos, la pesca, lo silvoagropecuario,

los recursos forestales, el desarrollo marítimo-portuario y

el turismo, por señalar los de mayor importancia.

Hace 100 años el gobernador Manuel Señoret se reunía

en su despacho con los vecinos Lautaro Navarro, Rómulo

Correa y Juan Bitsch. Así nacía la municipalidad de Punta

Arenas.

¡Quizás qué pensamientos futuristas pasaban por la

mente de esas personas en aquella ocasión! Lo más probable

es que hayan sido pensamientos optimistas, ideas soñadoras,

anhelos de quien cree y confía en su entorno.

Hoy día también tenemos esos pensamientos optimistas,

esas ideas soñadoras y esos anhelos de una sociedad mejor.

Por supuesto que faltan muchas cosas. Necesitamos

retener a nuestra juventud, mayores oportunidades y mejor

participación para ellos; aún es necesario avanzar en

viviendas, obras viales y conciencia ambiental.

Está el proyecto del nuevo puerto. Necesitamos

inversiones que garanticen la ocupación de mano de obra

regional durante todo el año, fuentes de trabajo estables,

y mejorar la infraestructura turística.

En fin, una ciudad, si quiere progresar, debe tener

las armas e ingenio necesarios para hacer frente a los

inevitables problemas que conlleva el progreso.

Calles, puentes y avenidas, en sus denominaciones, nos

van recordando aquellos nombres de quienes tanto han hecho

por esta ciudad.

Los avances del progreso, sin duda, seguirán

recogiendo el legado de los esforzados luchadores por la

causa magallánica.

Las luces de este centenario se ven resaltadas en

luminosidad con el ejemplo de quienes han hecho ciudad y

han hecho comuna, a través de su historia.

Quiero representar en el alcalde de Punta Arenas y en

los miembros del concejo, este saludo y homenaje de

adhesión por los 100 años de la municipalidad de Punta

Arenas.

No es fácil resumir tantas ideas cuando uno se hace

militante de una ciudad, obrero de sus ilusiones más

sentidas, profesional de la evocación y del entusiasmo.

Si bien en esta Sala no está presente ese viento

magallánico que persistentemente curiosea entre papeles,

los cabellos y las ramas de los árboles; no está esa

escarcha que obliga al cuidadoso andar, ni esos árboles

cuyas copas nevadas miran al estrecho en vez de las

estrellas; sin embargo, está presente ese ambiente que

excita la memoria y hace acercarnos mentalmente a Punta

Arenas, esa hermosa ciudad ubicada en el extremo sur de

Chile y al fin del mundo, que necesita urgentemente de la

preocupación y el compromiso de nosotros, sus legisladores.

Que el homenaje que hoy rinde a Punta Arenas esta

Honorable Corporación y todos sus integrantes, se traduzca,

más temprano que tarde, en acciones concretas que permitan

a los hombres y mujeres que habitan tan austral comuna, una

real condición de vida digna, con igualdad de

oportunidades, para que Punta Arenas siga siendo la tierra

soñada por todos y la capital del mundo al fin del mundo.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Karelovic.

 

El señor KARELOVIC (de pie).- Señor Presidente, el

primer centenario de la creación de la ilustre

municipalidad de Punta Arenas marca un nuevo hito en la

historia de Magallanes, de suyo tan distinta de la del

resto del país, pero no por ello menos heroica, esforzada y

sacrificada.

Hace un siglo, Magallanes en general y Punta Arenas en

particular, iniciaban una década dorada en la que el empuje

de chilenos llegados de la zona central, de Chiloé y de

otros puntos de la patria, se fundía con el esfuerzo y los

anhelos de quienes llegaban a las tierras australes

buscando forjarse un futuro para ellos y sus familias, en

paz y en orden.

Fruto de esos esfuerzos fue la conquista y

asentamiento definitivo en tierras difíciles, inhóspitas y

con un clima hostil, pero esos trabajos permitieron el

florecimiento de la ganadería, del comercio, la explotación

aurífera y el surgimiento de una ciudad que, como Punta

Arenas, fue llamada con orgullo "la perla del Estrecho".

Era necesario, pues, darle una administración comunal

a la floreciente urbe. Fue así que gracias a los desvelos

de un gobernador ejemplar de este territorio, don Manuel

Señoret, el gobierno de la época designó la primera junta

de alcaldes, entre cuyos integrantes recordamos a don

Lautaro Navarro, Octavio Señoret, Juan Bitsch y a Rómulo

Correa, y a su primer secretario don Juan Bautista

Contardi.

Estos apellidos bien reflejan lo que desde un comienzo

ha sido Punta Arenas y Magallanes: un crisol de razas, de

idiomas, de esperanzas y de anhelos surgidos al alero de la

bandera chilena que flamea en el estrecho, desde que a esas

tierras llegara la casi mítica goleta Ancud, cuyas anclas

se clavaron para siempre en el fondo de esos mares para

decirle al mundo que Magallanes también es Chile.

Ha sido un siglo de constante bregar municipal,

luchando por conseguir progreso, desafiando un clima

difícil, la distancia y aun la falta de medios suficientes.

Cierto es que el cerro de Las Siembras de hace un

siglo es un barrio residencial, que las nuevas poblaciones

aventaron las parcelas y las lecherías, y que sobre la

turba de las lagunas cercanas el concreto ha abierto calles

y avenidas, dándoles belleza urbana: un paisaje

singularmente hermoso.

Por eso, hoy, cuando levanto mi voz en esta Cámara

para recordar el centenario del municipio de la ciudad en

la cual nací, no puedo silenciar mi reconocimiento para

todos aquellos que contribuyeron en distintas épocas y

circunstancias a hacerla más grande.

Imposible no mencionar a don Manuel Chaparro, a don

Celil Rassmussen, a don Ernesto Pizano, don Emilio Salles,

don Ernesto Guajardo, don Carlos González Yacsik, a doña

Nelda Panicucci, don Carlos Soto, don Eduardo Menéndez,

sólo por citar algunos, a quienes, pese a las diferencias

ideológicas que pudieran existir, les reconozco su aporte a

la ciudad y ser los legítimos herederos del prestigio y el

tesón del primer municipio, aquel 21 de julio de 1896.

Hoy día Magallanes sufre los efectos de una situación

socioeconómica que nos agobia. A veces, sentimos que hemos

perdido, incluso, la esperanza.

Somos muchos los que en busca de soluciones concretas

hemos pensado izar crespones negros para conmover a las

autoridades y lograr igualdad de oportunidades para nuestra

región y superar la distancia y el aislamiento.

Por eso, en este día de homenaje a mi ciudad y a su

municipio, estimo que la oportunidad es propicia para pedir

a la Cámara de Diputados, al Honorable Senado y, por sobre

todo, al Gobierno que encabeza Su Excelencia el Presidente

de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, el máximo

apoyo, la mayor comprensión y una disposición más que

excelente, para hacer brillar de nuevo nuestra "perla del

estrecho" y devolverle a Magallanes el lugar preponderante

que nunca debió perder.

En esa tarea, ofrezco desde ya mi modesto aporte,

porque ser Diputado por la zona austral no sólo es motivo

de orgullo, sino también un compromiso con mi tierra y sus

esforzados habitantes.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra la

Diputada señora Cristi.

 

La señora CRISTI (de pie).- Señor Presidente, hay

lugares en nuestro territorio en los que concurren todos

los elementos para que quienes los habitan hagan patria en

el más amplio y profundo sentido.

La Región de Magallanes y su capital, la ciudad de

Punta Arenas, de cuya comuna se celebran cien años, son de

aquellos lugares. El aislamiento, la inclemencia climática,

la distancia, la ubicación geográfica y la dificultad para

explotar los recursos han hecho que quienes han optado por

habitarlas sean personas de temple y de condición superior.

Punta Arenas fue fundada como ciudad en 1848, cuando

el coronel José de los Santos Mardones, gobernador de

Magallanes, con la ayuda del ilustre marino señor Patricio

Lynch, sin la autorización del gobierno central,

trasladaron desde el lugar llamado Puerto de Hambre al

sitio en que hoy se emplaza la ciudad, conocida entonces

como Sandy Point, Punta Arenosa. Desde ese mismo momento y

por las condiciones en que esos dos patriotas realizaron el

traslado, se adivinó que esa ciudad y futura comuna estaba

preparada sólo para los mejores.

La historia posterior lo ha confirmado. Cada fardo de

lana, cada barril de petróleo, cada paquete de carne

congelada y cada centolla que ha salido de Punta Arenas

lleva el sello y la calidad de esos hombres.

Son ya leyendas las jornadas de los ovejeros de

Magallanes -lejos de su hogar, soportando temperaturas

insoportables y entregando tempranamente su salud y sus

esperanzas- que permitieron hacer de la explotación

ganadera una fuente de riqueza, de empleo y de carácter de

la zona. No puede hacerse un homenaje a Punta Arenas sin

rendirlo a los ovejeros y sin recordar el emotivo monumento

al ovejero que lo simboliza.

Los hombres de mar y puerto constituyen asimismo un

hito y un ejemplo. Ambas son actividades propias de la

esencia de Punta Arenas, ciudad-puerto de Magallanes. La

mantención de sus instalaciones portuarias y su navegación

son económicamente importantes y, desde el punto de vista

de la soberanía, irrenunciables.

Los hombres y mujeres que han poblado Punta Arenas han

venido desde lejos, con mucho esfuerzo; los que provienen

de Chiloé y los que emigraron de la antigua Yugoslavia son

tal vez los más representativos, sin dejar de mencionar a

las colonias alemana, italiana o española, las que, entre

otras numéricamente menores, han aportado proporcionalmente

para que Punta Arenas se haya abierto paso a través de la

inclemencia y del rigor.

En el comercio y en la industria local, en los

talleres o en los botes pesqueros, en las estancias, en las

oficinas, en los hospitales y en las escuelas se mezcla el

empuje de los que vinieron de tan diferentes lugares del

país y de otras naciones. Sobre esas diferentes razas y

orígenes se encuentra el sello inconfundible del que

decidió quedarse para ayudar a hacer soberanía y patria

mediante su actividad y trabajo.

Por su especialísima ubicación geográfica, esta comuna

ha enfrentado una particular situación en lo referente a la

defensa nacional y la soberanía. Los mejores hombres de

armas han hecho su carrera y ganado sus ascensos a costa de

confundirse con la geografía y los habitantes de

Magallanes, y de ser tan buenos como ellos. Nadie puede

desconocer el significativo aporte que las Fuerzas Armadas

han entregado y entregan cada día a Punta Arenas y a su

entorno.

Especial reconocimiento merecen las mujeres de Punta

Arenas, las que con esfuerzo superior al de sus congéneres

se esmeran por sacar adelante a sus familias y brindar a

sus hijos mejores horizontes.

Es duro tener que reconocer que luego de tantos años

de lucha y esfuerzo, Punta Arenas aún no logra cumplir su

sueño y que quedan múltiples desafíos por enfrentar.

En un país como el nuestro deben concurrir las medidas

adecuadas y los planes de desarrollo necesarios para

complementar ese esfuerzo y ese gran corazón.

La historia de Punta Arenas y de Magallanes está llena

de planes y proyectos. Es necesario abordar el tema de sus

carencias, su gente, sus riquezas, sus reservas, su futuro,

en forma global y entendiendo lo que dicha zona representa

para Chile en su conjunto. Nada sacamos con tratar uno o

más temas si el resto queda desamparado. Una zona de

características tan particulares como ésta, requiere de

visiones globales y reales. Todo debe estar en permanente

equilibrio y sólo el plan seriamente pensado, con la

participación de todos, permitirá que eso sea una realidad.

Los últimos tiempos no han estado ajenos a la

elaboración de planes -buenos, regulares y malos- para la

comuna y su región. Sin embargo, falta el gran plan, el que

reciba el aporte y la visión de todos, el que produzca

resultados verdaderos y ayude a la ciudad: el puerto que

tanto se ha soñado, que albergaría los barcos del Pacífico

Sur; el apoyo al turismo, a la industria, al transporte, a

las comunicaciones y a las necesidades sociales.

Punta Arenas cumple 100 años como comuna, también un

siglo de sueños y proyectos pendientes. Es hora de

ocuparnos seriamente de ella. A 100 años de la creación de

la hermosa comuna, no basta con simples homenajes. Esta

ocasión debe servir para renovar nuestro compromiso con la

integración y desarrollo de una ciudad que siendo más

chilena que otras, es muchas veces olvidada, y poco se hace

por agradecer tanta entrega a nuestra patria desde el

extremo austral del país.

Al terminar mi homenaje, deseo agradecer a los hombres

y mujeres de Punta Arenas por estar presentes en el fin del

mundo, que es nuestro gracias a quienes viven allí y luchan

por mantener a la patria viva y latente, entre montañas,

vientos, nieves eternas y esperanzas. Nuestra misión es no

defraudarlos, apoyando el Plan Austral y diciendo una vez

más. "Gracias compatriotas de Punta Arenas."

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe) (de pie).- Señor

Presidente, el Partido por la Democracia también rinde

homenaje a la ciudad de Punta Arenas, que el próximo

domingo 21 cumplirá 100 años de vida.

Cuenta Vicuña Mackenna que O’Higgins, moribundo, en la

peruana hacienda de Montalván, pidió a sus parientes que se

acercaran, y con su último aliento exclamó: ¡Magallanes! De

esta manera, el padre de la patria manifestaba su gran

aspiración, la de mantener dentro de la soberanía chilena

los territorios australes.

Las preocupaciones de O’Higgins no eran sino la

constatación de una realidad. A pesar de que Chile había

heredado las tierras magallánicas de la corona española, no

había logrado realizar actos de soberanía sobre la zona.

Las potencias europeas desplazaban sus embarcaciones sobre

los mares australes, y con la navegación a vapor, la

naturaleza indomable comenzaba a ser menos problemática

para los ansiosos aventureros del viejo continente.

Ya en 1933, se sabía en Chile lo ocurrido en Argentina

con las Islas Malvinas, las cuales fueron ocupadas por los

ingleses, pese a los títulos de hecho y derecho que poseía

la nación hermana. Si esto hubiese sucedido con el estrecho

de Magallanes, Chile posiblemente no habría podido

recuperarlo.

Por esta razón, el entonces Presidente don Manuel

Bulnes encarga al gobernador de Chiloé la preparación de

una expedición que establezca soberanía y el dominio

chileno sobre los territorios del sur. El gobernador

Espiñeira, con pocos recursos, construye una pequeña

embarcación, a la que llaman "Ancud", la que, al mando del

capitán Juan Williams y 23 tripulantes, envía en la misión

de establecer soberanía. La embarcación, al cabo de cuatro

meses, un 21 de septiembre, llega al llamado Puerto de

Hambre. A partir de entonces se establece el primer

asentamiento chileno, el cual, en honor al Presidente, fue

llamado "Fuerte Bulnes". El fuerte cumple con su misión,

pues se hace efectiva la soberanía; sin embargo, el lugar

en donde se ubicó se hacía inhóspito para la vida, por lo

que, en 1849, el entonces gobernador José de los Santos

Mardones decide trasladar la ubicación de la población

hasta un lugar más seguro y apacible, para lo que elige un

sector que el comodoro inglés John Byron había bautizado

como "Punta Arenosa", que con el correr del tiempo pasó a

llamarse "Punta Arenas".

Desde entonces, la ciudad comienza a levantarse, su

crecimiento aumenta y se transforma en lugar ineludible

para los navegantes que transitan por el Cabo de Hornos.

Para el censo de 1906 ya existían más de 9 mil habitantes,

y en 1907, la población se elevaba por sobre los 11 mil.

Pero el desarrollo no era sólo cuantitativo, sino

también cualitativo. Su sistema educacional fue considerado

como uno de los más avanzados de América. Su vida social

era pródiga y, por lo mismo, el desarrollo cultural podía

compararse al de las mayores capitales del continente. No

escapaba de lo anterior el desarrollo económico, pleno en

dinamismo y en donde la ciudad del estrecho se convertía en

sede de empresas marítimas y recogía el fruto de los

cuantiosos recursos que dinamizaban la vida de toda la

región meridional patagónica.

Este desarrollo puede notarse hasta hoy en las

exquisitas construcciones de principios de siglo y en el

adelantado sistema vial, de alcantarillado y agua potable,

que se originó a partir de ese gran desarrollo.

Señor Presidente, sería mucho lo que podríamos hablar

de esta ciudad pionera en el desarrollo patrio. Por

ejemplo, podríamos mencionar su importancia como zona

petrolera y productora de gas, su tremendo potencial

ganadero, los exquisitos manjares de su mar, su atractivo

potencial turístico, su calafate cautivante y su acento

yugoslavo. Sin embargo, cuando hablamos de homenaje,

debemos pensar también en el ciudadano, en el hombre y en

la mujer magallánica, y en su implacable lucha con los

elementos; debemos pensar en el viento y el azul del

estrecho; debemos pensar en la profunda frialdad de las

nieves, en los días largos y las noches cortas, en las

largas noches y los días breves, en los días sin noches y

en las noches sin día. Asimismo, debemos pensar en los

glaciares, en las ovejas y en las imágenes de fin de mundo,

donde el continente se agudiza, donde la América del Sur

une a dos océanos, donde desaparecen los Andes y la

Patagonia saluda la hermandad de los pueblos, donde el

siglo resopla a través del estrecho, donde cada segundo

sopla como misterio y donde el viento sur se congeló en los

versos.

Señor Presidente, el homenaje es breve, pero el cariño

es grande. A través de este homenaje, me permito saludar en

las palabras y decir a Punta Arenas: ¡Gracias por la

distancia, por el futuro, por la esperanza!

He dicho.

 

-Aplausos.

 

 

X. INCIDENTES

 

ACTITUD EMPRESARIAL EN PROCESOS DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN

INDUSTRIA LUXO-TEX, DE SAN JOAQUÍN. Oficio.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Incidentes, el

primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista.

Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Montes.

 

El señor MONTES.- Señor Presidente, en muy pocas

ocasiones hablo en Incidentes.

En esta oportunidad, quiero referirme a la situación

de los trabajadores del sindicato de la empresa Luxo-Tex,

ubicada en la comuna de San Joaquín de Santiago.

Es una empresa mediana, más bien pequeña, muy antigua,

que produce felpas y terciopelo fino. Pertenece al señor

Adolfo Israel Chame.

Existe una huelga legal por veinte días. Que haya una

huelga no es algo excepcional; pero quiero referirme a este

caso, porque en esta negociación colectiva está ocurriendo

algo que, al parecer, se repite en otras: la empresa ofrece

un cero por ciento de reajuste real y reduce todos los

beneficios que los trabajadores habían venido acumulando

por muchos años.

Hasta ahora, la reajustabilidad de las remuneraciones

y de los tarifados era cada cuatro meses; la empresa vuelve

atrás, porque aumenta ese plazo a ocho meses. Los

trabajadores tenían: un aguinaldo promedio de Fiestas

Patrias de 35 mil pesos, el cual se reduce a 20 mil pesos;

una asignación de matrimonio de quince días de remuneración

y siete días de permiso, que se reduce a diez días de

remuneración y tres días de permiso; la ropa de trabajo se

reduce a un tercio; una indemnización por años de servicio

de veinticinco días, pagadera en doce cuotas, se reduce a

quince días, pagadera en treinta cuotas; una gratificación

garantizada de 6 por ciento, se reduce a 4,5 por ciento;

las licencias médicas pagadas a los tres primeros días

terminan; tenían derecho a almuerzo y colación: se termina

la colación.

Uno se pregunta, ¿por qué se produce esta situación?

¿Qué hay detrás? ¿Hay una caída brusca en la rentabilidad

de la empresa? En verdad, todos los antecedentes de que

disponemos indican que esta empresa tiene un mercado

cautivo y estable. La empresa Luxo-Tex no está en una

situación económica difícil. Todo señala que hay una opción

por bajar los costos. Muchas personas que llevan trabajando

treinta años piensan que la caída en las indemnizaciones es

una forma de reducir su rotación posterior. Aquí se busca

bajar los costos para elevar la rentabilidad.

Lo que ocurre en Luxo-Tex es algo preocupante.

Demuestra una actitud bastante belicosa de una parte del

empresariado. Hoy están declarando la lucha de clases a los

trabajadores, a sus sindicatos, a su organizaciones,

sometiéndolos a una situación de indignidad. Los

trabajadores han hecho una huelga por dignidad, para lo

cual aprovechan lo dispuesto en una ley. La alternativa que

les queda a los trabajadores es terminar la huelga y

aceptar que no haya reajustabilidad, pero manteniendo los

beneficios de los anteriores contratos.

Aquí hay un problema de fondo. Los empresarios deben

modernizarse en las relaciones laborales, mejorar el trato

a los trabajadores y mejorar la negociación colectiva.

¿Qué les queda a los trabajadores frente a una

situación como ésta? ¿Aceptarla? ¿Empezar las cadenas

solidarias para que esto no siga extendiéndose como la

lógica forma de actuar de los empresarios?

Pido que, en mi nombre, se oficie al Ministro del

Trabajo para solicitar información sobre la actitud

empresarial en los distintos procesos de negociación

colectiva. Hay antecedentes que indican que gran parte de

las empresas han adoptado una actitud absolutamente

prepotente y fuerte, que pretende provocar indignidad a los

trabajadores.

Quiero dejar constancia de mi preocupación por el tema

y manifestar mi más profunda solidaridad con los

trabajadores de Luxo-Tex.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se enviará en términos

genéricos el oficio solicitado, con el objeto de no

transgredir lo dispuesto en el artículo 57, de la

Constitución, con la adhesión de los señores Diputados que

así lo soliciten.

 

PERSISTENCIA DE LA HUELGA DEL CARBÓN Y SUS CONSECUENCIAS EN

LA ZONA. Oficio.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Navarro.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero informar a

la Sala sobre un tema que ha tenido notoriedad pública, ha

causado expectación nacional y, sin duda, mantiene afligida

a una comuna muy pobre, pero no por ello menos importante,

como es Lota.

El conflicto del carbón continúa y ha superado lejos

los cincuenta y seis días de paralización. La comuna entera

se ha visto afectada por la falta de circulante, es decir,

de actividad económica, ya que hace más de dos meses que

están impagos los sueldos la que afecta al comercio, al

transporte, a la educación, a la salud y, en definitiva, a

todos los que tienen que ver con la comuna y que están

relacionados con el municipio.

Hoy, tras un acuerdo del alcalde de Lota, señor Jorge

Venegas, con los sindicatos del carbón, se procederá a la

entrega del municipio, que se mantenía ocupado por los

trabajadores, a fin de normalizar las actividades de

administración municipal, por cuanto, a estas alturas, se

estaba perjudicando gravemente a todos los vecinos.

Mi intervención pretende señalar la gravedad de lo que

sucede en Lota, para prever, prevenir y tener muy claro a

qué nos estamos enfrentando.

Quienes hemos propiciado la búsqueda de un acuerdo

entre el Gobierno y los trabajadores, estamos por la

continuidad del funcionamiento de la mina, porque ella siga

dando empleo y estabilidad a más de 1.350 trabajadores, que

es el total que quedaría laborando tras el proceso de

reducción acordado y pactado por los sindicatos.

Sin embargo, hay quienes han propiciado, de manera

demagógica, el cierre de la mina, no teniendo presente ni

claro que eso significaría el derrumbe de la precaria

economía existente en la comuna.

Hasta ahora no ha sido posible reanudar el diálogo.

Junto con la Diputada señora Wörner hemos solicitado al

Gobierno que reciba a los sindicatos de Lota, a fin de

lograr, entre dirigentes y Gobierno, un mejoramiento del

protocolo ya suscrito, mejorado en algunos puntos en que el

Gobierno puede flexibilizar su posición, a fin de que sea

votado por los 1.800 mineros y trabajadores de la comuna de

Lota.

Hasta ahora, las asambleas han dado un tercero y

consecutivo rechazo del mismo protocolo, pero no ha habido

la oportunidad de realizar un amplio debate y difusión del

mismo.

Espero, por el bien de Lota, de la región y por la

tranquilidad del país, que hoy se llegue a un acuerdo

respecto del protocolo, con algunas perfecciones, para que

los trabajadores de Lota puedan votar, secreta e

informadamente, lo que, ni más ni menos, representa el

cierre o la continuidad de la mina.

Todos estamos por el funcionamiento de ella y por la

aprobación del protocolo, a fin de seguir teniendo trabajo

en Lota.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el tiempo del

Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra la

Diputada señora Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, recién hacía

alusión el Diputado señor Navarro a la situación

extremadamente crítica que se vive en Lota. Como

parlamentaria del distrito 46, he estado preocupada,

intentando generar condiciones para que la situación se

revierta. En eso, debo reconocer el apoyo y el trabajo que

ha realizado, junto a mí, el Diputado señor Alejandro

Navarro.

Sin embargo, quiero referirme a algunas de las

situaciones que son consecuencia de los desastres que el

conflicto genera: la situación de 400 trabajadores

dependientes de las empresas contratistas que prestan

servicios a Enacar.

A raíz de la huelga y paralización de las faenas,

estos trabajadores hace dos meses que no reciben sus

remuneraciones. Ello se debe a una causa ajena a sus

empleadores: los contratistas, con contratos vigentes con

Enacar. Los empleadores, al no recibir el pago de sus

contratos, no han pagado las remuneraciones de los 400

trabajadores, lo cual ha creado una situación dramática

para estas familias. Ellos reclaman, con justicia, que se

les reconozca el impedimento que tienen para cumplir sus

contratos y, por lo tanto, el legítimo derecho que les

asiste para reclamar el pago íntegro de sus remuneraciones.

Por eso, solicito que se oficie al Ministro del

Trabajo para que, por su intermedio, la Dirección Regional

del Trabajo de la Octava Región proceda a efectuar la

fiscalización pertinente y a constatar el cumplimiento de

los pagos y prestaciones que se adeudan a estos

contratistas y ellos, a su vez, a los trabajadores.

En segundo lugar, me referiré a otra situación -

dramática también- que es consecuencia directa de esta

paralización.

Los escolares hijos de los mineros, reciben como única

alimentación la colación diaria a través de la Junaeb, pero

hoy no reciben ningún alimento por encontrarse de

vacaciones.

Por lo tanto, en reiteración de gestiones que hicimos

ayer con el Diputado señor Navarro, solicitamos que se

oficie al señor Ministro de Educación para que, con extrema

urgencia, agilice la entrega de los recursos a fin de que

la Junaeb de la Octava Región, reponga de inmediato, a

través de los comedores escolares, la alimentación para

todos los escolares de Lota, durante el período de

vacaciones de invierno, incluidos los sábados y domingos. Y

que este beneficio se extienda a todos los escolares en los

distintos establecimientos de educación de las comunas de

Curanilahue, Los Álamos y Tirúa, comprendidas dentro del

programa nacional de la pobreza, que en este momento son

víctimas también de la cesantía o la paralización de las

faenas carboníferas.

En consecuencia, reitero la petición de oficio al

señor Ministro de Educación para que dicha Secretaría

disponga lo pertinente a través de la Junaeb de la Octava

Región.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se enviarán los

oficios solicitados con la adhesión de la Diputada señora

María Angélica Cristi y de los demás Diputados que así lo

indican.

 

CREACIÓN DE DOS NOTARÍAS EN CONCEPCIÓN Y OBRAS DE

MEJORAMIENTO URBANO EN LA ZONA. Oficios.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el turno de la

Democracia Cristiana, tiene la palabra el Diputado don José

Miguel Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el 4 de junio del

año en curso, en Incidentes, solicité enviar oficio a la

Ministra de Justicia, señora Soledad Alvear, para que esa

Secretaría de Estado, considerara la creación de notarías

para San Pedro de La Paz y Chiguayante, comuna esta última

que anteayer estuvo de fiesta, cuando celebró oficialmente,

en sus calles, la promulgación de la ley

Nº 19.641, de 28 de junio pasado, con que materializa el

justo anhelo de su creación.

Es importante que reconozcamos el hecho de que los

ministros de Estado responden nuestras solicitudes.

Eso ocurrió el 4 de junio. El 9 de julio, vale decir,

a los treinta y cinco días, tuve en mis manos la respuesta

a mi petición. La señora Ministra de Justicia expresa que

el ministerio a su cargo mira con muy buenos ojos la

creación de una notaría en la comuna de San Pedro de La

Paz, pero que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo

400 del Código Orgánico de Tribunales, se necesita el

informe favorable previo de la corte de apelaciones

respectiva, esto es, de la ciudad de Concepción.

Por ello, solicito que se envíe oficio al señor

Presidente de la Corte de Apelaciones de Concepción, con el

objeto de que emita informe, ojalá favorable, acerca de la

creación de la octava y novena notarías de Concepción, la

primera con asiento en San Pedro de La Paz y la segunda en

Chiguayante.

Asimismo, en el oficio respuesta la señora Ministra de

Justicia expresa que para todos los efectos de la actividad

registral de San Pedro de La Paz y Chiguayante, continuarán

siendo competentes los actuales conservadores de bienes

raíces y minas que existen en la ciudad de Concepción.

En segundo lugar, desde el instante en que asumí como

Diputado, en marzo de 1990, he planteado en forma

insistente el justo anhelo de los penquistas de que se

pavimente y construya el ensanche completo de la calle Los

Carreras, de Concepción, que constituye el ingreso a

nuestra ciudad.

En este instante se están haciendo las expropiaciones,

vale decir, se ha avanzado una enormidad; pero quiero que

se oficie al Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo

Hermosilla, a fin de que nos informe sobre el porcentaje de

avance de las expropiaciones y si se cumplirá con el

compromiso de llamar a licitación pública a más tardar en

febrero o marzo de 1997, para el ensanchamiento,

construcción y pavimentación de la calle Los Carrera.

En tercer lugar, debo recordar que en tres

intervenciones diferentes, el 18 de mayo y el 1 de

septiembre de 1994 y el 8 de mayo de 1996, solicité que se

oficiara al Ministro de Obras Públicas, en especial al

Director Nacional de Vialidad, con el objeto de que se

contemplaran en el presupuesto de esa cartera recursos para

la iluminación de la doble vía que va de San Pedro a

Coronel.

Tengo en mi poder la respuesta del señor Ministro,

donde se señala que las obras se están realizando, lo que

he podido comprobar por ser un Diputado que vive en

Concepción.

Por lo tanto, pido que se oficie al señor Ministro de

Obras Públicas, don Ricardo Lagos, al Director Nacional de

Vialidad, don Oscar Ferrer, y al Director de Vialidad de la

Octava Región, don Egon Wolf Miranda, para expresarles mis

agradecimientos por el hecho de que se esté llevando a cabo

la iluminación de la ruta 160, desde el sector de acceso a

la población Candelaria, en San Pedro, hasta la población

Lagunillas, en Coronel. El proyecto significa una postación

central de alumbrado público por la mediana de la ruta 160,

con luminarias de 250 watts cada una en ambas pistas de

circulación, como asimismo, en el empalme con el bypass a

Coronel; la instalación de dos mástiles de iluminación, uno

de 30 metros de altura, con doce luminarias de mil watts

cada una, y el otro, de 27 metros con ocho luminarias de

mil watts cada una. Su costo es de 296.671.208 pesos y es

financiado por la Dirección Nacional de Vialidad, con cargo

al presupuesto de 1996.

El esfuerzo es grande por otorgar mayor seguridad a

las vías, especialmente a los peatones que transitan por la

ruta 160, y evitar nuevos accidentes lamentables.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se enviarán los

oficios solicitados por Su Señoría, salvo al Presidente de

la Corte de Apelaciones de Concepción, porque esa materia

es facultad del Presidente de la República y no de la

Cámara.

Quizás Su Señoría desea enviar ese oficio al

Presidente de la República.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, al Presidente de la

República, para que haga la solicitud a la Corte de

Apelaciones de Concepción.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se dirigirá al

Presidente de la República, señor Diputado.

 

CONSTRUCCIÓN DE PASARELAS EN TALCA. CIERRE DEL GIMNASIO DEL

LICEO COMERCIAL. Oficios.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ.- Señor Presidente, deseo hacer

presente algunas necesidades que tiene el distrito de

Talca, que represento, cuya satisfacción urge y no han

recibido la respuesta adecuada a lo largo del tiempo.

Me refiero a algunos pasos sobre nivel para peatones o

pasarelas en puntos cruciales o de tránsito crítico en la

ciudad, donde han ocurrido numerosos accidentes.

Uno es en la avenida Lircay, en el cruce con la 14

Norte, donde han ocurrido tres o cuatro accidentes con

resultado de muerte. El último, aproximadamente hace un

mes, provocó el deceso de un joven universitario, hecho que

conmovió profundamente a toda la ciudad.

Igual situación ocurre en la avenida San Miguel, en el

ingreso de la Universidad Católica de Talca. Resulta una

verdadera odisea para los alumnos, profesores y peatones en

general atravesar la vía de cuatro pistas para ingresar al

recinto universitario. También aquí han ocurrido

accidentes, que han afectado a los jóvenes, a los

profesores, a las señoras y a los niños.

Por lo tanto, solicito que se hagan llegar estas

observaciones al Ministro de Obras Públicas, al Director

Nacional de Vialidad y al Director de Vialidad de la

Séptima Región, don Andrés Lara, con el objeto de que en

esos lugares se construyan pasarelas a la brevedad, de modo

de evitar accidentes en el futuro.

Por otra parte, el gimnasio del Liceo Comercial de

Talca se ha construido por etapas, a lo largo de muchos

años; una de ellas fue el techado y otra las graderías.

Actualmente, la dirección y el profesorado del

establecimiento solicitan con urgencia el cierre del

recinto, porque de otra manera los camarines y las

graderías, incluso el techo, corren el riesgo de

deteriorarse.

Por ello, solicito que se envíe un oficio al Ministro

de Educación, con el objeto de que instruya al Secretario

Ministerial de Educación de la Séptima Región, señor José

Vargas, que disponga los estudios pertinentes y, en

definitiva, se cierre el gimnasio, porque, de otra manera,

continuará el proceso de deterioro de algo que ha costado

muchos años construir.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría a los Ministros de

Obras Públicas y de Educación, y, para mejor comprensión de

la materia, se adjuntará su intervención.

 

CONSIDERACIONES SOBRE INHABILITACIÓN DEL MINISTRO PFEIFFER.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo

del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el

Diputado señor Sergio Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, en las últimas

semanas, se ha sostenido majaderamente que se ha presionado

al señor Pfeiffer, ministro de la Corte de Apelaciones de

Santiago, y se ha colocado en peligro el estado de derecho;

más aún, que con su inhabilitación, se estaría encubriendo

el atroz asesinato del ex Senador Jaime Guzmán. Además, se

han tejido lucubraciones fantasiosas acerca de una

entrevista con el Presidente de la Corte Suprema y la

entrega de una carta acompañada de un set de publicaciones.

Más que las palabras, los hechos hablan por sí solos.

El citado ministro se recusó en la causa por sentir

encono, resentimiento, odio hacia los inculpados, y la

Corte Suprema, no obstante estimar improcedente, inoportuna

y ajena a las normas procesales tal resolución, inhabilitó

al ministro sumariante.

El ejercicio de un derecho, como el de entrevistarse

con el Presidente de la Corte Suprema y de entregarle una

petición en términos respetuosos y convenientes, en ninguna

parte del mundo constituye fuerza o presión, aun cuando

provenga de parlamentarios. Por el contrario, el derecho de

petición es una garantía fundamental, la cual se ejerció en

vista de las notorias, patentes y ostentosas visitas,

entrevistas y declaraciones formuladas por personeros de la

UDI a la salida de las asiduas audiencias que les concedía

el ministro instructor. Ellos aseguraban que el juez les

habría manifestado que las diligencias coincidían

plenamente con lo informado por el señor Barraza, ex

funcionario de Investigaciones; que las actuaciones

tendrían éxito para establecer el montaje del Gobierno con

el señor Olea Gaona y el encubrimiento por personeros del

Ejecutivo de la época para con otro autor intelectual del

crimen, un tal "Chele"; que en los próximos días se

dictarían importantes resoluciones que afectarían a

destacados funcionarios del gobierno de don Patricio Aylwin

como encubridores u obstructores de la justicia, todo ello

con lujo de detalles y una secuencia comunicacional

impresionante, tanto que se pidió investigar para conocer

quiénes violaban el secreto del sumario, sin perjuicio de

que es una conducta ilícita aconsejar o auxiliar a una de

las partes, rompiéndose la imparcialidad en los juicios.

Curiosamente, tal campaña publicitaria feneció en el

momento mismo en que se decretó la inhabilidad y la

posterior sanción al mencionado ministro, y se pretendió,

sin conseguirse, sustituirla por otra campaña tendiente a

dar la impresión de que en el Chile de hoy no hay

independencia de los jueces o de que el estado de derecho

se ha socavado, afirmaciones que la propia Corte Suprema ha

negado, lo cual ha contribuido a desvirtuar a los

apocalípticos de siempre que en el fondo desean con agrado

las reminiscencias del pasado autoritario.

Pero, hablemos de encubrimiento y de presiones en este

país. El más grande de los encubrimientos y obstrucción a

la justicia de que se tenga memoria aconteció con ocasión

de la dictación del decreto ley 2191, sobre amnistía,

ejemplo de impunidad de miles de crímenes y de absoluta

injusticia. ¿Presiones a la justicia? Sí, señor Presidente.

En su respuesta al informe Rettig, el 13 de mayo de 1991,

la Corte Suprema reconoció que tuvo obstáculos en su labor,

que no fueron baladíes sino que "apuntaron directamente a

enervar el desempeño efectivo de la magistratura".

¿Qué mejor reconocimiento de la anormalidad de la

justicia -que los quejumbrosos de la UDI hasta hace poco

negaban y vuelven a olvidar cuando les conviene- son el

ejercicio de enlace, el boinazo o las reuniones de

oficiales de Punta Peuco? ¿No fueron acaso ejecutados para

trancar el paso de la justicia? ¿No fueron acaso

disculpados por la UDI como una reacción legítima frente al

acoso de que eran objeto las Fuerzas Armadas al tener que

desfilar en los tribunales por los procesos violatorios de

los derechos humanos, no obstante que con ello se amagaba

la institucionalidad?

Pero hechos más cercanos. ¿Cómo olvidar al general

Cordero, apoyado por todos los generales de Carabineros,

leyendo una proclama en que afirmaba solemnemente que el

General Director, denunciado entonces por el ministro señor

Juica como encubridor en el Caso Degollados, era inocente y

que lo respaldaban firmemente? ¿Cómo no recordar a la UDI

justificando dicha protesta como legítima, aun cuando ella

representara un flagrante atropello a la institucionalidad?

Paradójica y coincidentemente, el juez ya nombrado

asumió el caso y lo sobreseyó, y, según se dice, no hubo

presión al Poder Judicial.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, terminó el tiempo de la Democracia Cristiana.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, termino con dos

frases.

En todos estos casos se infraccionó el estado de

derecho; hubo presión, fuerza y se puso en peligro la

institucionalidad por sus propios garantes.

Sin embargo, los defensores del estado de derecho, que

hoy exageran el ejercicio del derecho de petición, callaron

entonces, pero no por temor a la fuerza, sino porque se

complacen y solazan con el uso arbitrario y abusivo de la

violencia, aunque ésta provenga de cuerpos armados

institucionales y no deliberantes.

Nuestra conducta en el ejercicio del derecho de

petición ha sido la del pequeño David bíblico: bastó una

honda y una piedrecilla para derrotar al poderoso Goliat y

a sus filisteos.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno

del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la

palabra el Diputado señor Patricio Melero.

 

El señor MELERO.- Señor Presidente, no puedo dejar de

hacer un breve comentario sobre la intervención del

Diputado que me antecedió en el uso de la palabra.

Solamente para recordarle que, a nuestro juicio, la

mayor obstrucción a la justicia es la que cometió

justamente el ex Presidente Aylwin en el ejercicio de su

mando, cuando pocos días antes de dejar el poder se dedicó

a indultar a terroristas -que se había comprometido a no

indultar- que cometieron delitos, hechos de sangre, quienes

hoy gozan de plena libertad.

¡Qué mayor obstrucción a la justicia que la que se

cometió en el país durante el gobierno de la Unidad Popular

por parte del Partido Socialista, hoy miembro de la

Concertación, que vulneró todas las resoluciones de la

Corte Suprema de justicia, no respetó sus fallos e

intervino directamente sobre ella!

La historia es larga y no quiero perder mi tiempo -

quiero ocuparlo en temas más relevantes- frente a tanto

sesgo en la información que dio quien me antecedió en el

uso de la palabra.

 

REGULARIZACIÓN DE TRASPASO DE PREDIO DE SANTA ESTER EN

COLINA. Oficios.

 

El señor MELERO.- Señor Presidente, quiero referirme a

una situación que afecta a la comuna de Colina, derivada de

todo un proceso durante el cual el Gobierno tuvo la

intención de construir un tercer recinto penitenciario en

un predio de la localidad de Santa Ester, que el Ejército

de Chile había cedido a Gendarmería. Afortunadamente, las

gestiones y la buena disposición de la Ministra de Justicia

permitieron que ese proyecto se materializara en la

localidad de Punta de Peuco, en Tiltil.

Como consecuencia de esa resolución, con fecha 16 de

mayo de 1995, un grupo de parlamentarios de la zona,

Senadores Miguel Otero y Andrés Zaldívar, y Diputados Zarko

Luksic y quien habla, dirigimos una carta al Comandante en

Jefe del Ejército, don Augusto Pinochet Ugarte,

solicitándole la cesión de dicho terreno -ahora liberado

del proyecto de construcción de la cárcel- con el fin de

construir en él un liceo de excelencia que la comuna de

Colina necesitaba y cuyo financiamiento podía lograrse

mediante el FNR.

Con fecha 6 de julio, el Ejército de Chile, a través

de la Subsecretaría de Guerra, el coronel don Jaime Lepe,

respondió positivamente a esa solicitud, señalando que,

desde el punto de vista del Ejército de Chile, no

existirían inconvenientes en destinar dicho inmueble a los

fines proyectados por la ilustre municipalidad de Colina,

en el sentido de construir un establecimiento educacional.

De acuerdo con esa disposición del Ejército, mediante

el decreto exento Nº 254, del Ministerio de Bienes

Nacionales, se dejó sin efecto la destinación del terreno -

denominado Predio Reserva Cora Nº 3, del proyecto de

parcelación Santa Ester de Colina, cedido al Ministerio de

Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, para los fines

propios del Ejército- y su uso por parte de Gendarmería de

Chile para el fin señalado.

Pero, de ahí en adelante las cosas se han ido

confundiendo. Es así como tenemos información de que, desde

hace unos 15 días, contados desde junio, personal de

Gendarmería de Chile ha tomado posesión de dicho terreno y

está efectuando algunas obras ordenadas por el departamento

administrativo de la cárcel Nº 1 de Colina. Es decir, el

bien raíz del cual el Ejército era dueño y devolvió con el

fin de que la municipalidad de Colina pudiera construir un

liceo, ha vuelto a ser ocupado, a nuestro juicio,

ilegalmente, por Gendarmería de Chile.

En razón de estas situaciones, y de la recomendación

de que el Ministerio de Bienes Nacionales es la entidad que

debe normalizarlas, con fecha 19 de octubre de 1995, la

municipalidad de Colina, a través de su alcalde, solicitó

al Ministerio de Bienes Nacionales y a su Ministra, señora

Adriana del Piano, proceder a regularizar el traspaso de

ese terreno, con el fin de que Colina pueda construir el

establecimiento educacional.

Asimismo, en razón de estos antecedentes, de los

confusos pasos que se han dado y del hecho de que

Gendarmería ha vuelto a ocupar un terreno que no le

corresponde, solicito que, en primer lugar, se oficie, en

mi nombre, a la Ministra de Justicia, señora Soledad

Alvear, de quien depende Gendarmería de Chile, para que

informe si efectivamente Gendarmería está ocupando ese

predio -individualizado como parcelación Ex Parcela Cora Nº

3 del proyecto de parcelación Santa Ester de Colina- y con

qué fines, en circunstancias de que, como lo expliqué, el

destino que se le dio es distinto. En segundo lugar, que se

oficie a la Ministra de Bienes Nacionales, señora Adriana

del Piano, a objeto de que informe acerca del estado en que

se encuentran las conversaciones sobre el traspaso, del

Ejército al municipio de Colina, del referido terreno,

puesto que -entiendo- el Ministerio de Bienes Nacionales

debe proceder a tomar posesión de él, como bien fiscal, y

luego traspasarlo a la municipalidad de Colina con ese

mismo fin. De ese modo quedaría regularizada la situación y

que la finalidad de ese terreno, como lo solicitó la

comunidad y los parlamentarios, sea un liceo y no,

eventualmente, un recinto de Gendarmería, y, en el peor de

los casos, una futura cárcel.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría.

 

REQUERIMIENTO DE PAGO DE SEGURO POR EX FUNCIONARIOS DE LA

EMPRESA DE LOS FERROCARRILES DEL ESTADO. Oficios.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno

del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el

Diputado señor José García Ruminot.

 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, 31 ex

funcionarios de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado,

jubilados por accidentes del trabajo, han apelado a la

gerencia general de dicha empresa por el pago de una póliza

de seguro de 250 unidades de fomento, estipulada en el

respectivo contrato colectivo.

El fundamento de este requerimiento de los

trabajadores está en el contrato colectivo vigente, que en

su cláusula Nº 24, letra b), obliga a la Empresa de los

Ferrocarriles a pagar una póliza de seguros por accidente

de 250 unidades de fomento por cada trabajador.

Los involucrados han realizado una serie de gestiones

para lograr el pago de ese derecho; sin embargo, se han

encontrado con una verdadera muralla de obstáculos

burocráticos que han impedido que a la fecha logren el

cumplimiento de este beneficio.

De lo informado por los trabajadores afectados, tengo

la impresión de que estamos en presencia de un serio

incumplimiento de contrato colectivo en la Empresa de

Ferrocarriles del Estado, lo que, además, perjudica a

personas que sufren graves secuelas por accidentes en actos

de servicio.

Por lo tanto, solicito que se oficie a los Ministros

de Transportes y Telecomunicaciones, y del Trabajo, con el

propósito de ponerlos en conocimiento de esta situación y

de solicitarles su intervención para hacer justicia a los

trabajadores afectados.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría.

 

INCUMPLIMIENTO DE BENEFICIOS EN FAVOR DE PROFESORES DE

ARICA. Oficios.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la

palabra el Diputado señor Carlos Valcarce.

 

El señor VALCARCE.- Señor Presidente, en reunión

sostenida con representantes del Colegio de Profesores de

Arica, me informaron sobre cuatro consultas que no han sido

respondidas adecuadamente por los organismos provinciales y

comunales, y que se refieren a inquietudes del profesorado

de nuestra ciudad.

Por lo tanto, daré a conocer las primeras tres

inquietudes, a fin de que se oficie a la Contraloría

General de la República.

En primer lugar, con fecha 1 de marzo de 1996 venció

el plazo establecido por el artículo 15 transitorio de la

ley Nº 19.410, para que el alcalde, es decir, el sostenedor

del servicio municipal de educación de Arica adecue las

designaciones y contratos de trabajo de los profesionales

de la educación del sector municipal. Hasta la fecha, no se

ha dado cumplimiento a esa normativa legal.

En segundo término, el Colegio de Profesores se

refirió a la suspensión del pago de asignación especial,

sustentado en un dictamen que establece la obligación de la

municipalidad de restituir dicha asignación, modificada por

decreto alcaldicio Nº 1.980, de 24 de octubre de 1995, que

la transformó en complemento de zona.

En tercer lugar, con motivo de la paralización

efectuada el 18 de mayo de 1994, el servicio municipal de

educación efectuó el descuento de las horas no trabajadas,

apar-tándose de los procedimientos establecidos en diversos

dictámenes de la Contraloría General de la República.

Además, pese a que esas horas fueron recuperadas y

percibida la subvención respectiva, su valor no ha sido

reembolsado a los docentes.

Respecto de la cuarta consulta, solicito que se oficie

al Ministro de Educación, puesto que aún continúa pendiente

el reconocimiento de los programas, cursos y actividades de

perfeccionamiento realizados por los docentes en el período

1993 a 1995, lo que impide a numerosos profesores acceder

al porcentaje que les corresponde por concepto de

asignación de perfeccionamiento.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría.

Por haberse cumplido con su objetivo, se levanta la

sesión.

 

-Se levantó la sesión a las 14.48 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

